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Justificación social de la investigación. 
 
En la actualidad, se ha venido generalizando una conciencia tendiente a reconocer un valor más 
importante al medio ambiente y la biodiversidad, al igual que a demandar un trato más 
respetuoso, de protección y conservación a los organismos vivos que conforman el ecosistema. 
Esta tendencia ha captado la atención de los tratadistas del derecho, y ha generado la 
promulgación de diversos instrumentos internacionales, la adopción de normas fundamentales en 
los Estados y legislaciones que se orientan hacía unas relaciones entre el ser humano y la 
naturaleza, de la que hacen parte los animales, regidas por el respeto de la dignidad propia de 
todos los seres vivos. 
En el caso particular de los animales, se presenta un fenómeno de activismo social que busca 
establecer nuevas relaciones entre los seres vivos, y ha generado una serie de cambios jurídicos 
en diferentes latitudes geográficas. En este momento, es posible diagnosticar que se tienen unas 
bases suficientes, tomadas de normas internacionales y doctrina jurídica, para determinar que es 
posible hablar de un sistema de los derechos de los animales, que debe ser incorporado 
progresivamente en los Estados, de acuerdo a su sistema de valores, y desarrollado de acuerdo al 
conocimiento más avanzado que se logre sobre sus capacidades vitales. 
La discusión ética, política, filosófica y jurídica sobre las relaciones entre el ser humano y la 
naturaleza ha generado una diversidad de reflexiones, de las que se destacan principalmente las 
perspectivas: antropocéntrica y biocéntrica. La primera le atribuye valor a la naturaleza y los 
animales en cuanto representen un beneficio o afectación para el ser humano, la segunda, en 
cambio, considera que todos los organismos vivos tienen una dignidad propia. 
En Colombia se manifiesta una confrontación de los valores sociales imperantes, ya que por una 
parte, la Constitución Política de Colombia, incorporó los derechos del medio ambiente y la 
 12 
biodiversidad como derechos colectivos, frente a los cuales sólo se tienen deberes de protección y 
cuidado, y de otra parte, se hace manifiesta la necesidad de reconocer subjetividad jurídica a los 
animales determinada por su justiciabilidad, para generar auténticas obligaciones y un ámbito de 
protección mayor, y que por consiguiente, ameritaría una posición diferente en el ordenamiento 
jurídico interno. 
 
Justificación jurídica de la investigación. 
 
El contexto jurídico de los derechos de los animales en Colombia no está definido. En primera 
medida porque la Constitución Política no contiene una cláusula que expresamente reconozca 
derechos autónomos e independientes a los animales, sino que los considera parte del género de 
los derechos colectivos, ante los cuales se tienen sólo deberes de protección y su justiciabilidad 
no es directa.  
El concepto de la justiciabilidad busca determinar el contenido de un derecho y su 
reconocimiento. Sobre el contenido de los derechos de los animales es pertinente acudir al 
enfoque de las capacidades expuesto por M. C. Nussbaum, que propone que el trato a los 
animales sea en términos justicia, porque sufren dolores y privaciones. Esta concepción ha venido 
tomando lugar en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado.  
La legislación colombiana está dispuesta para proteger a los animales como seres sentientes, a no 
considerarlos más como cosas, y sancionar todo tipo de daño que se les cause a su visa, 
integridad física y emocional. Al hablar de la subjetividad jurídica de los animales, se hace 
conveniente acudir al concepto de derecho subjetivo expuesto por R. Arango, entendido como la 
posición jurídica para la cual es posible dar razones válidas y suficientes, y cuyo no 
reconocimiento ocasiona un daño a su titular. Si los derechos de los animales son considerados 
derechos subjetivos, entonces no hay razón para que sigan siendo parte de la lista de derechos 
colectivos, sino que podrían ser adscritos a los derechos sociales fundamentales, que según el 
mismo tratadista, además de ser derechos subjetivos, exigen prestaciones fácticas positivas a 
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cargo del estado, exigiendo para su goce una menor intervención del legislativo y una mayor del 
judicial, que puede aplicar disposiciones en derecho por vía de interpretación. 
El considerar a los animales como titulares de derechos subjetivos, permite plantear la discusión 
sobre la actual consideración de la biodiversidad como del género de los derechos colectivos, y 
plantear la posibilidad de ser adscritos  a los derechos sociales fundamentales. 
Esta discusión se plantea en el escenario constitucional, que es en el cual se discuten los 
principios fundamentales que rigen la comunidad. 
 
Justificación metodológica de la investigación. 
 
La determinación de la actual compatibilidad de los derechos de los animales con los derechos 
colectivos y la posibilidad de su adscripción a los derechos sociales fundamentales, deberá 
establecerse a partir de la correlación del ordenamiento jurídico constitucional, con la legislación, 
la jurisprudencia y las diversas teorías sobre los derechos de los animales. 
Se asociarán y confrontarán de valores como la posición jurídica de los animales en el 
ordenamiento jurídico interno, la justiciabilidad de los derechos de los animales y los conceptos 
de derechos colectivos, y los derechos sociales de derecho, permitirán establecer consensos y 
discrepancias, que arrojen nuevas variables sobre la discusión jurídica entorno a las relaciones  
entre el ser humano y los animales. 
Se busca incentivar la reflexión jurídica respecto a los cambios sociales que demandan un nuevo 
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1.3. DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLÉMICA SOCIO-JURÍDICA DE LA 
INVESTIGACIÓN. 
En la actualidad se ha venido generalizando una conciencia tendiente a reconocer un valor más 
importante al medio ambiente y la biodiversidad, al igual que a demandar un trato más 
respetuoso, de protección y conservación a los organismos vivos que conforman el ecosistema. 
Esta tendencia ha captado la atención de los tratadistas del derecho, y ha generado la 
promulgación de diversos instrumentos internacionales, la adopción de normas fundamentales en 
los Estados y legislaciones que se orientan hacía una relación diferente, con más límites, entre el 
ser humano y la naturaleza.  
En el caso particular de los animales, se presenta un fenómeno de activismo social que busca 
establecer nuevas relaciones entre los seres vivos, y ha generado una serie de cambios jurídicos 
en diferentes latitudes geográficas. En este momento, es posible diagnosticar que se tienen unas 
bases suficientes, tomadas de normas internacionales y doctrina jurídica, para determinar que es 
posible hablar de un sistema de los derechos de los animales, que debe ser incorporado 
progresivamente en los Estados, de acuerdo a su sistema de valores, y desarrollado de acuerdo al 
conocimiento más avanzado que se logre sobre sus capacidades vitales. 
En el caso colombiano, la Constitución Política, contiene una serie de normas en la forma de 
principios y valores sobre la protección y el cuidado del medio ambiente y la biodiversidad. 
El concepto de medio ambiente y biodiversidad comprende a los animales como seres vivos que 
se relacionan con el ser humano y todo el entorno. 
Si bien es posible determinar que, de una interpretación sistemática y finalista de las 
disposiciones constitucionales puede concluirse la atribución de un alto grado de importancia al 
medio ambiente y la biodiversidad, sólo es dentro del género de los derechos colectivos, frente a 
los cuales sólo existen deberes de protección o garantía de los derechos humanos fundamentales 
por conexidad de derechos autónomos. 
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Esta situación genera un problema de magnitudes mayores, porque el medio ambiente y la 
biodiversidad no están recibiendo un trato más acorde con su relevancia constitucional. 
En el caso particular de los animales, no existe una cláusula constitucional que les reconozca 
dignidad propia o subjetividad jurídica, que permita regular las relaciones entre el hombre y los 
animales en términos de derecho, y no en meros deberes de compasión. 
Este vacío normativo ha generado la promulgación de una jurisprudencia temeraria y 
contradictoria, que ha creado más problemas que soluciones. 
Igualmente, la legislación y las políticas, si bien se han multiplicado, todas responden a un 
esquema de protección animal basada en deberes y no en derechos. 
Así las cosas, se hace necesario cuestionarse sobre la vigencia del actual concepto de los  
derechos de los animales como derechos colectivos, y sus correspondientes deberes de 
protección. 
También es importante revisar si la importancia constitucional de los derechos de los animales  es 
coherente con actual justiciabilidad. 
Estos interrogantes, a su vez, generan la posibilidad de revisar si es posible adscribir los derechos 
de los animales a otro concepto que se acerque más a su contenido y alcance, como son los 
derechos sociales fundamentales. Esto es, la cuestión de si los derechos de los animales pueden 
ser adscritos a los derechos sociales fundamentales. 
Estas situaciones deben ser confrontadas para determinar si los derechos de los animales pueden 
ser adscritos a un concepto de los derechos sociales fundamentales, lo cual, permitirá identificar, 
por una parte, los obstáculos institucionales, normativos y procedimentales, y por otra, si hay 
lugar al consenso de estos dos conceptos: (i) los derechos de los animales y (ii) los derechos 
sociales fundamentales; para atender a un nuevo sistema de valores que demanda un trato más 
serio y efectivo a estos seres vivos en el ordenamiento jurídico interno. 
Esta necesidad se manifiesta de diferentes maneras, por ejemplo: las demandas sociales que los 
grupos que exigen un trato digno y respetuoso a los animales, las miradas jurídicas que se han 
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expuesto en diferentes decisiones de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, así como las 
disposiciones constitucionales y legales vigentes.  
En el ámbito internacional los derechos de los animales han tenido un desarrollado importante en 
cuanto a la expresión de perspectivas éticas y filosóficas fuertes en la discusión jurídica, no 
obstante, son poco eficaces en los ordenamientos internos de los Estado, porque su aplicación 
está ligada a razones de autonomía, economía y política. 
En el orden nacional, la interpretación Constitucional permite determinar que los animales 
conforman el medio ambiente y la diversidad. Desde una mirada formal de la Carta, los mandatos 
de protección del medio ambiente y la diversidad se encuentran ubicados en el género de los 
derechos colectivos y del ambiente. 
No obstante, la protección frente a la amenaza de los derechos colectivos es muy objetiva, y está 
ligada a factores económicos y políticos, esto es, a miradas antropocéntricas a partir de las cuales 
un bien sólo es valioso en cuanto afecte la vida del ser humano.  
Las teorías filosóficas sobre los derechos de los animales alimentan la discusión jurídica con 
perspectivas diversas, como la biocentrista, que considera que los animales individualmente 
tienen dignidad propia y deben ser respetados. 
De otra parte, por muchos años en Colombia predominó una interpretación formal de la 
Constitución, en la cual los derechos fundamentales eran exclusivamente los que se encontraban 
ubicados bajo este título, lo cual, desconocía realidades jurídicas que tornaban otros derechos, 
como los derechos sociales, en fundamentales. 
Posteriormente la jurisprudencia fue cambiando, y en actualidad los derechos sociales 
fundamentales son amparados bajo ciertas reglas; esto es, en la jurisprudencia constitucional un 
derecho social puede ser un derecho fundamental. Lo cual significa un trato más serio al ser 
humano. 
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Un exponente muy importante de esta teoría es el Profesor R. Arango, con su obra: El Concepto 
de los Derechos Sociales Fundamentales. Tesis en la que se fundamenta principalmente esta 
investigación. 
Su tesis consiste en que los derechos sociales fundamentales son derechos subjetivos con alto 
grado de importancia y carácter positivo general. Esto depende de un concepto bien elaborado de 
los derechos sociales fundamentales.  
Esta investigación seguirá la ruta emprendida por este jurista para determinar si es posible 
adscribir los derechos de los animales a un concepto de los derechos sociales fundamentales.  
De esta manera, el problema socio-jurídico de la investigación se discriminará de la siguiente 
manera: (i) la posición jurídica de los derechos de los animales en el ordenamiento jurídico 
constitucional; (ii) el concepto de justiciabilidad; (iii) la compatibilidad entre los derechos de los 
animales y los derechos colectivos, (iv) la adscripción de los derechos de los animales al 
concepto de derechos sociales fundamentales. En este último caso se determinarán las razones 
por las cuales el derecho de los animales se acomoda a un concepto bien elaborado de derechos 
subjetivos, por qué el derecho de los animales puede hacer parte de la estructura de los derechos 
sociales fundamentales, y cuáles son los fundamentos jurídicos y filosóficos del derecho de los 
animales. 
1.3.1. Posición jurídica de los derechos de los animales en el ordenamiento jurídico 
constitucional. 
La jurisprudencia constitucional ha catalogado la Constitución Política de 1991 como una 
“constitución ecológica”, sin embargo, no se ha logrado establecer el contenido y alcance de los 
derechos del medio ambiente y la diversidad a partir de los cuales se derivan los derechos de los 
animales. 
La necesidad de determinar la posición jurídica de los derechos de los animales en el 
ordenamiento jurídico constitucional se genera principalmente por la ausencia de su consagración 
taxativa, como sí sucede por ejemplo en Alemania, en donde expresa el texto constitucional “El 
Estado toma la responsabilidad de proteger los fundamentos naturales de la vida y de los 
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animales en interés de las futuras generaciones.”1, y en el caso de la constitución del Ecuador que 
reconoce plena subjetividad jurídica a la naturaleza y los animales, así, establece en su artículo 71 
“La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se 
respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, 
estructura, funciones y procesos evolutivos.”2 
Aunado a que, tratándose de los derechos del medio ambiente y la biodiversidad, la 
jurisprudencia constitucional, no ha definido un criterio determinado sobre el contenido y alcance 
de estos derechos; así, ha acogido concomitantemente la perspectiva antropocentrista o 
personalista, según la cual frente al ecosistema sólo de tienen deber de protección, y la 
perspectiva biocentrista, que considera que todos los elementos del ecosistema tienen un valor 
propio. 
1.3.2. La cuestión sobre la justiciabilidad  de los derechos de los animales. 
La cuestión de la justiciabilidad presupone la existencia de un derecho subjetivo o una posición 
jurídica justificada de forma válida o suficiente. Si es importante ser titular de un derecho 
subjetivo, no es menos importante, que ese derecho sea justiciable o exigible judicialmente. 
En esta instancia, las preguntas que se deben resolver no son menos complicadas, y pueden 
sintetizarse de la siguiente forma: (i) ¿cómo pueden ser reconocidos los derechos de los animales 
como derechos sociales fundamentales?, (ii) ¿es posible determinar judicialmente el contenido de 
los derechos sociales fundamentales?, y (iii) ¿cómo funcionaría la distribución de las funciones 
entre el legislativo y la administración de justicia respecto a los derechos de los animales? 
La tesis de R. Arango sobre la justiciabilidad es muy completa, comprende tres problemas: uno 
cognoscitivo, uno metodológico y otro funcional.3 
                                                          
1TRUJILLO CABRERA, Juan. Los derechos de los animales en Colombia, Corporación Universitaria 
Republicana, Revista Republicana, ISSN-1909-4450, No.7, julio-diciembre 2009, P. 69-81. 
2 Constitución de la República del Ecuador. 
3Ibídem, P.115 
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Sus interrogantes tendrán que ser resueltos para determinar en primer orden cómo son exigidos 
judicialmente los derechos de los animales en la actualidad, y cómo serían exigibles adscritos a 
un concepto de los derechos sociales fundamentales.  
El problema cognoscitivo consiste en “¿Cómo reconocer un derecho social fundamental? Se 
trata con este de un problema de interpretación constitucional”4, el metodológico tiene que ver 
con la cuestión si “¿es posible determinar judicialmente el contenido de los derechos sociales 
fundamentales?”5, y el problema funcional “se trata de la repartición adecuada de competencias 
entre el legislativo y la justicia constitucional”6. 
Para resolver el primer interrogante debe estudiarse las condiciones formales y materiales del 
supuesto de hecho para el reconocimiento de derechos sociales fundamentales7, para que sea 
deducible la consecuencia jurídica de la justiciabilidad. 
En este análisis, debe determinarse el fundamento normativo de los derechos de los animales, y si 
existe la posibilidad de ganarse derechos mediante una interpretación contrafáctica. 
El supuesto de hecho formal de los derechos sociales fundamentales se refiere a una construcción 
interpretativa de diferentes normas que permiten determinar “cuando la falta de reconocimiento 
de una posición jurídica ocasiona sin justificación un daño inminente al individuo, entonces tal 
posición jurídica debe ser reconocida.”8 
Por su parte, las condiciones materiales también exigen el estudio del principio de subsidiariedad, 
ya que “el Estado sólo está obligado a actuar positivamente cuando la persona se encuentra en 
unas circunstancias personales o fácticas que afectan su vida autónoma y digna de manera no 
previsible ni soportable, esto es, si se cumplen las condiciones materiales y formales de los 
derechos sociales fundamentales.”9 
                                                          
4ARANGO, Rodolfo, El Concepto de Derechos Sociales Fundamentales. Bogotá: Universidad Nacional de 







Las condiciones materiales son todas aquellas condiciones de necesidad que afectan o anulan la 
dignidad,  la igualdad, o la libertad, y que demandan una acción fáctica del estado.  
Sin lugar a dudas, las teorías sobre los derechos de los animales aportarán importantes 
argumentos para la justificación de las condiciones formales y materiales.  
En esta instancia, deberá resolverse por lo menos tres interrogantes, a saber: (i) si el 
desconocimiento de una determinada posición jurídica reconocida a un animal puede ocasionarle 
un daño inminente, (ii) si encontrándose en un estado de necesidad que afecta su vida o dignidad, 
puede (iii) demandar una determinada actividad del estado en protección de su posición jurídica. 
También, deberá determinarse si los derechos de los animales se basan en normas categóricas o 
hipotéticas, dependiendo que su condición de aplicación esté en su contenido, en el primer caso, 
o no lo esté, en el segundo caso.10 
El supuesto de hecho para los derechos sociales fundamentales puede definirse de la siguiente 
manera “Cuando una persona (individual o colectiva) se encuentra en una situación de 
necesidad y el Estado tiene la posibilidad fáctica de resolverla o mitigarla, pero omite hacerlo, y 
tal omisión amenaza con ocasionar un daño a la persona, entonces ella tiene un derecho prima 
facie a una acción positiva fáctica del Estado.”11 
Será importante determinar si los animales pueden cumplir con el supuesto de hecho para los 
derechos sociales fundamentales, pero sin embargo, esta sólo es una condición necesaria, no 
suficiente, para el reconocimiento del derecho. 
Además, de lo anterior deberá argumentarse la vulneración del derecho por parte del Estado, 
consistente en la omisión de no tratar a un individuo desigualmente de acuerdo a sus condiciones 
fácticas, “cunado la no consideración de criterios de diferenciación relevantes para un trato 
desigual lleva a consecuencias que, a su vez, ocasionan sin justificación algún daño al 
individuo"12 
                                                          




Finalmente,  “El problema funcional sale a relucir con nitidez en la determinación del contenido 
de los derechos sociales fundamentales, puesto que tales derechos se derivan, por lo general, del 
texto constitucional mediante una interpretación sistemática. El reconocimiento y la exigibilidad 
judicial de los derechos sociales fundamentales significan que importantes posibilidades de 
decisión se sustraen al proceso político de deliberación y disposición legislativas”13 
De lo expuesto anteriormente, es importante resaltar la importancia de determinar si es posible 
establecer el contenido del derecho subjetivo, las reglas para el supuesto de hecho y la omisión 
estatal de dar un trato diferenciado aplicado al caso de los derechos de los animales. 
1.3.3. La cuestión sobre la adscripción de los derechos de los animales a un concepto bien 
elaborado de los derechos subjetivos: 
Este primer problema plantea por lo menos tres interrogantes a resolver, para que posteriormente 
se pueda abordar la cuestión sobre la estructura de los derechos subjetivos, a saber: (i) ¿Cuáles 
son las normas y obligaciones fundamentales  de los derechos de los animales en el ordenamiento 
jurídico interno? (ii) ¿cuál es la posición jurídica de los derechos de los animales?; y (iii) ¿cuál es 
la forma de los derechos de los animales de acuerdo a los derechos subjetivos? 
La tesis de R. Arango se resume en que los derechos sociales fundamentales son concebibles sin 
mayores dificultades como derechos subjetivos.14 
Define los derechos subjetivos como posiciones jurídicas para las cuales es posible dar razones 
válidas y suficientes y cuyo no reconocimiento injustificado ocasiona un daño inminente a su 
titular.  
Para la existencia de un derecho subjetivo se presuponen, por lo menos, una norma, una 
obligación y una posición jurídicas fundamentales, porque deben corresponder a una 
interpretación sistemática de las disposiciones constitucionales. 
Si existe una norma, entonces existe una obligación, pero además, se requiere de una posición 
jurídica. 
                                                          
13Ibídem, P.208 
14Ibídem, P. 5 
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Define la posición jurídica como aquella que debe ser reconocida y protegida a un sujeto en un 
ordenamiento jurídico (i) fundamentada en razones válidas y suficientes y (ii) cuyo no 
reconocimiento injustificado ocasiona un daño inminente al sujeto del derecho.15 
De los conceptos expuestos necesariamente se concluye que, si es posible un concepto de 
derechos subjetivos de los animales, entonces, los derechos de los animales deben estar 
prestablecidos en, por lo menos, una norma y obligación jurídicas fundamentales, y por 
consiguiente, debe tener los argumentos jurídicos y filosóficos suficientes para poder 
fundamentar las razones válidas y suficientes de esta posición y el riesgo que cuyo no 
reconocimiento ocasiones un daño al titular del derecho.  
Para este fin, es necesario realizar una actividad de recopilación y valoración de las normas y 
obligaciones vigentes en el ordenamiento jurídico interno; también, es posible que se puedan 
ganar normas y obligaciones por medio de la interpretación de normas adscritas como lo propone 
R. Arango. 
La fundamentación filosófica dependerá del análisis de las teorías sobre los derechos  de los 
animales, las principales son: (i) la teoría de las capacidades y la justicia expuesta por Amartya 
Sen y Martha Nussbaum, (ii) la teoría sobre la dignidad y la autonomía de Aristóteles e Immanuel 
Kant, (iii) la teoría contractualista y de la justicia de John Rawls y Thomas Hobbes, (iv)  la teoría 
utilitarista de Jeremy Bentham, (v) la teoría sobre el reconocimiento recíproco de Adela Cortina, 
Jurgen Habermas y Karl-Otto Apel, y (vi) las teorías animalistas de Tom Regan y Peter Singer. 
Abarcadas las teorías relacionadas anteriormente se podrá consolidar un concepto de los derechos 
de los animales. 
La forma de los derechos subjetivos no es tan importante como su contenido, sin embargo, 
también representa una exigencia metodología y conceptual importante, ya que plantea diferentes 
interrogantes para los derechos de los animales, como la titularidad del derecho, que es el tema 
que genera mayor discusión jurídica,  así como el objeto del derecho y el (los) obligado (s).  
                                                          
15Ibídem, P.20 
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Se plantea también si son derechos positivos o negativos, dependiendo de la prestación que le 
corresponda al obligado. 
Generales o específicos, dependiendo de los sujetos de la relación, de sentido lógico y  la fuente 
del derecho. 
1.3.4. La cuestión de si los derechos de los animales pueden hacer parte de la estructura 
de los derechos sociales fundamentales: 
Este segundo problema plantea tres interrogantes a resolver, para que posteriormente se pueda 
abordar la cuestión sobre la justiciabilidad de los derechos sociales fundamentales, a saber: (i) 
¿los animales son titulares de derechos subjetivos? (ii) ¿cuál (es) es (son) el (los) obligado (s) de 
los derechos de los animales?; y (iii) ¿cuál es el objeto los derechos de los animales? 
En la obra ibídem de R. Arango, se aborda minuciosamente el tema de la estructura de los 
derechos sociales fundamentales. 
Es la misma estructura la que plantea importantes dificultades conceptuales para la adscripción de 
los derechos de los animales en un concepto de los derechos sociales fundamentales. 
En la primera cuestión, relativa al portador o titular del derecho subjetivo, se plantea si los 
derechos de los animales pueden ser un derecho individual, en cuanto tal, un derecho colectivo de 
individuos, o una meta política; así mismo, se plantea si se trata de un derecho de todos, de los 
ciudadanos o de una clase. 
El mayor desafío metodológico y conceptual para la adscripción  de los derechos de los animales 
al concepto de los derechos sociales fundamentales se encuentra en la cuestión sobre la 
titularidad del derecho subjetivo. 
Como lo plantea R. Alexy y R. Dworking, “los derechos colectivos pueden ser justificados más 
fácilmente que los individuales desde una concepción no deóntica, porque apuntan a la 
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protección del colectivo como un todo y no a la protección de cada uno de sus miembros 
individualmente considerados.”16 
El grupo de individuos puede ser clasificado en colectividades abiertas y determinadas o 
colectividades cerradas e indeterminadas; sólo en el primer caso es posible hablar de derechos 
colectivos. 
Las colectividades abiertas y determinadas son aquellas en las que los individuos son reconocidos 
individualmente pero su derecho sólo puede ser ejercido colectivamente, en ambos casos, el bien 
obtenido no es de carácter distributivo. 
Ubicar a los animales como individuos o colectivo de individuos es determinante para el 
contenido de su derecho subjetivo y su justiciabilidad o exigencia judicial. 
Sin embargo, la ubicación de un individuo en un colectivo abierto indeterminado es un criterio 
necesario pero no suficiente para el reconocimiento de los derechos sociales fundamentales. 
Ahora, en cuanto al (los) obligado (s) de los derechos sociales fundamentales, considera R. 
Arango que es exclusivamente el Estado, ya que si se extiende a los particulares sería 
desproporcionado. 
Se plantea un razonamiento muy interesante que consiste en si los derechos sociales humanos, 
cuyo obligado es una universalidad, se transforman en derechos sociales fundamentales por 
razones pragmáticas, esto es, con el fin que el obligado primario sea el Estado y su justiciabilidad 
sea eficaz; entonces, puede plantearse que si los derechos de los animales, que también son 
universales -como los derechos humanos- también deben transformarse en derechos sociales 
fundamentales. 
Para mayor concreción es importante aclarar, el Estado a través de cuál rama del poder público se 
obliga directamente, R. Arango considera que es la judicial debido a que estos derechos no deben 
estar sujetos a una regulación del legislador, aunque si presuponen la existencia de una norma 
fundamental. 
                                                          
16Ibídem, P.75 
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Los derechos sociales fundamentales se caracterizan porque exigen una menor intervención del 
legislador y una mayor actividad de la administración de justicia, que puede aplicar disposiciones 
de derechos fundamentales así no estén expresamente consagradas, sino mediante normas 
adscritas por interpretación.17 
En último orden, se analiza el objeto de los derechos sociales fundamentales. 
R. Arango argumenta que el objeto de los derechos sociales fundamentales son únicamente las 
acciones positivas fácticas del estado, es decir, no tiene en cuenta acciones negativas ni 
normativas. 
Esta tesis abre muchas posibilidades para los derechos de los animales, ya que no limita los 
derechos sociales fundamentales a un ámbito exclusivo de configuración del legislador sino a una 
realidad fáctica que debe alcanzarse, siempre y cuando esté bien justificada.  
Para concluir, la estructura de los derechos sociales fundamentales presenta  importantes 
exigencias para que permita la adscripción  de los derechos de los animales, pero a su vez, 
también ofrece diferentes posibilidades que deben ser debidamente analizadas. 
La definición abordada, plantea cuatro posibilidades:"1) de un derecho del individuo a exigir del 
Estado una acción positiva fáctica; 2) del derecho de un grupo a exigir del Estado una acción 
positiva fáctica; 3) de un derecho del individuo a exigir de particulares una acción positiva 
fáctica, y 4) del derecho de un grupo a exigir de particulares una acción positiva fáctica."18 
La confrontación de la doctrina sobre los derechos de los animales con la normatividad vigentes y 
la jurisprudencia, permitirá conocer nuevas perspectivas para la estructura de los derechos de los 
animales, lo cual, será determinante para justificar la justiciabilidad o su exigencia judicial.  
Debe distinguirse entre la titularidad del derecho subjetivo y su ejercicio, como lo plantea 
también H. Kelsen y C. Wellman, puesto que una de las razones más reiteradas en la discusión 
jurídica consiste precisamente en que se duda menos de las razones por las cuales se puede 
argumentar que un animal es titular de derechos, que de la forma de poder ejercerlos, entonces, 




ante la dificultad que significa esta irrealidad, concluyen equivocadamente que los animales no 
pueden tienen derechos al no poder ejercerlos.  
1.3.5. Los fundamentos filosóficos de los derechos de los animales. 
La fundamentación filosófica de los derechos de los animales es de suma importancia para su 
adscripción al concepto de los derechos sociales fundamentales, tanto para explicar la posibilidad 
de justificar  una posición jurídica a favor de los animales,  como también la titularidad de 
derechos subjetivos, el supuesto de hecho y su justiciabilidad. 
La fundamentación filosófica dependerá del análisis de las teorías sobre los derechos  de los 
animales, las principales son: (i) la teoría de las capacidades y la justicia expuesta por Amartya 
Sen y Martha Nussbaum, (ii) la teoría sobre la dignidad y la autonomía de Aristóteles e Immanuel 
Kant, (iii) la teoría contractualita y de la justicia de John Rawls y Thomas Hobbes, (iv)  la teoría 
utilitarista de Jeremy Bentham, (v) la teoría sobre el reconocimiento recíproco de Adela Cortina, 
Jurgen Habermas y Karl-Otto Apel, y (vi) las teorías animalistas de Tom Regan y Peter Singer; a 
partir de las cuales se podrá consolidar un concepto de los derechos de los animales. 
M. Nussbaum en su obra “Las fronteras de la justicia”, expone su teoría sobre la dignidad que 
tienen los animales en sí mismos, aunque no manifiesten su voluntad, como sujetos que tienen un 
propósito y una finalidad de vida, y que están íntimamente relacionados con el ser humano.  
Considerar a los animales como seres con dignidad, no permite asimilarlos a  cosas u objetos, que 
son susceptibles de ser titulares de derechos como no ser maltratados,  tener una muerte digna y 
sin sufrimiento, entre otros.  
Por su parte, A. Cortina expone en su obra “Las fronteras de la persona”, que los animales no 
tienen dignidad ni son un fin en sí mismo, que por supuesto,  ello no les quita valor ni su 
titularidad de algunos derechos y prerrogativas. 
Las teorías utilitarias de J. Locke  y J. Bentham, consideraban a los animales como seres vivos 
que sienten el sufrimiento, recuerdan experiencias traumáticas del pasado, y se comunican con 
los seres humanos. 
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Para estos teóricos el dolor y el placer eran las fuentes de la moralidad, lo que determinaba el 
derecho y la inadmisibilidad del sufrimiento innecesario, descartaban la importancia de la 
racionalidad y la comunicación lingüística, ya que lo relevante es el sufrimiento que 
experimentan los animales. 
A mediados del siglo XX, fueron también los ingleses quienes desarrollaron una serie de 
argumentaciones y teorías sobre los derechos de los animales; así por ejemplo, surgieron tesis 
como la de Richard Ryder, sobre el dolor como fuente de subjetividad jurídica, Tom Regan con 
su tesis de la vida como fuente de derechos, la teoría jurídica de Steven Wise, y la teoría de la 
liberación animal de Peter Singer. 
El resultado dependerá de la resolución de los interrogantes planteados. Se determinarán bajo 
cuáles reglas es posible adscribir el derecho de los animales a un concepto de los derechos 
sociales fundamentales y se identificarán las principales necesidades normativas o institucionales 
que pueden impedirlo. 
 
1.4. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA SOCIO-JURÍDICO DE LA 
INVESTIGACIÓN. 
¿Cuál es la justiciabilidad de los derechos de los animales y su compatibilidad con el 
ordenamiento jurídico colombiano? 
1.4.1. Sistematización del problema socio-jurídico de la investigación. 
¿Cuál es la posición jurídica de los derechos de los animales en el ordenamiento jurídico 
constitucional? 
¿Cuál es el concepto de justiciabilidad? 
¿Los derechos de los animales son compatibles con los derechos colectivos? 
¿Los derechos de los animales pueden ser adscritos al concepto de derechos sociales 
fundamentales? 
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¿Cuáles son las razones por las cuales los derechos de los animales se acomodan a un 
concepto bien elaborado de derechos subjetivos?  
¿Por qué los derechos de los animales pueden hacer parte de la estructura de los derechos 
sociales fundamentales?  
¿Cuáles son los fundamentos jurídicos y filosóficos de los derechos de los animales? 
 
1.5. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN.  
Los derechos de los animales ostentan una posición jurídica con un alto grado de importancia en 
la Constitución Política de Colombia de 1991. Sin embargo, la ausencia de una norma expresa 
sobre la subjetividad jurídica del medio ambiente y la biodiversidad, en especial los animales, 
plantea serias dificultades para su conceptualización y justiciabilidad. 
El ser humano de la actualidad se caracteriza por tener una conciencia más responsable frente al 
medio ambiente que lo circunda, fenómeno que se ve reflejado en el activismo social, la 
promulgación de normas y políticas a favor de la protección de la naturaleza y los animales, y el 
desarrollo de nuevas perspectivas desde la doctrina jurídica y política.  
Las perspectivas antropocéntricas y biocéntricas son protagonistas en la interpretación y 
aplicación del derecho del medio ambiente y la biodiversidad, pues mientras la primera otorga 
valor a los elementos que conforman el ecosistema en tanto afecten o beneficien al ser humano, la 
segunda considera que los elementos del ecosistema tienen un valor propio. 
Los Estados Constitucionales y Sociales de Derecho se niegan progresivamente a que los 
derechos sean protegidos exclusivamente en su esfera negativa, y ordenan una mayor actividad 
positiva, así como la valoración propia del ambiente y la biodiversidad. 
El concepto de justiciabilidad de los derechos se refiere a la posibilidad de determinación de su 
contenido y reconocimiento judicial.  
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Para hablar del contenido de los derechos de los animales la doctrina ilustra sobre unos principios 
básicos que deben regir toda consideración, como es la teoría de las capacidades que señala que 
los animales deben ser tratados en justicia por cuanto sufren dolores y privaciones. 
Para que sea posible hablar de los derechos de los animales, se debe delimitar, previamente, su 
estructura como derechos subjetivos. 
Los derechos subjetivos son posiciones jurídicas para las cuales es posible dar razones válidas y 
suficientes y cuyo no reconocimiento ocasiona un daño inminente a su titular. Las posiciones 
jurídicas para los derechos presuponen la existencia de por lo menos un enunciado o red de 
enunciados normativos fundamentales, de las que se derivan también las obligaciones. 
Ante la ausencia de una consagración de subjetividad jurídica, que solucionara la mayoría de los 
problemas sobre este aspecto, las normas constitucionales también pueden ser adscritas por vía de 
la interpretación sistemática y contrafáctica del ordenamiento constitucional, para desarrollar una 
relación más respetuosa con la naturaleza y los animales, y determinar que en muchas ocasiones 
se les pude causar daños, que limitan su bienestar o posibilidad de florecimiento.  
La legislación nacional, por su parte, si bien demuestra un avance en la protección de los 
animales, no deja de ser incompleta e insuficiente porque está fundamentada en la perspectiva de 
que los animales son objetos de los deberes de compasión humana, y no sujetos de derechos, al 
igual que se carece de procedimientos e instituciones efectivamente destinadas a garantizar estos 
derechos. 
La gran posibilidad de determinar la subjetividad jurídica de los derechos de los animales deja en 
cuestión su compatibilidad con los derechos colectivos, frente a los cuales se tienen meros 
deberes de protección y su goce corresponde a una colectividad. 
Los derechos colectivos, además, sólo generan prestaciones negativas o de abstención, lo cual le 
resta efectividad a los derechos. Por su parte los derechos de los animales desarrollados a través 
de los instrumentos internacionales, la jurisprudencia y los tratadistas del derecho exigen más 
actividad del Estado, o acciones positivas. 
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De otra parte, la estructura de los derechos de los animales plantea la cuestión de si es posible su 
adscripción a los derechos sociales fundamentales. 
Los derechos sociales fundamentales son posiciones jurídicas para las cuales el posible dar 
razones válidas y suficientes y cuyo no reconocimiento ocasiona un daño inminente a su titular. 
Sin embargo, los derechos sociales fundamentales presuponen la existencia de un derecho 
subjetivo, como también el concepto de justiciabilidad. 
Si es posible la sustentación de una posición jurídica de los derechos de los animales, entonces,  
probablemente se pueden sustentar derechos subjetivos a su favor, y por ende, se estaría más 
cerca de adscribirlos a los derechos sociales fundamentales que seguir considerándolos como del 
género de los derechos colectivos. 
 
1.6. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN. 
Establecer la posición jurídica de los derechos de los animales en el ordenamiento jurídico 
constitucional resulta de necesidad preponderante, debido a la ambigüedad de los conceptos que 
se manejan y las contradicciones sobre el contenido y alcance de estos derechos. 
La organización dogmática y orgánica del Estado a través de la Constitución, plantea la cuestión 
de la vigencia de la compatibilidad del concepto de los derechos de los animales, ampliamente 
desarrollado por los tratadistas del derecho, los instrumentos internacionales, la jurisprudencia y 
la legislación, con relación al concepto de los derechos colectivos. 
A su vez, es viable cuestionarse si los derechos de los animales podrían ser adscritos a un 
concepto más acorde a su contenido y alcance, como es el concepto de los derechos sociales 
fundamentales. 
Determinar si los derechos de los animales pueden ser adscritos un concepto de los derechos 
sociales fundamentales, depende, principalmente, de la interpretación y la argumentación 
jurídicas y filosóficas. 
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Un concepto de los derechos sociales fundamentales, entendido como la posición jurídica  de un 
sujeto para exigir del Estado acciones fácticas positivas, enmarcado en un concepto bien 
elaborado de los derechos subjetivos como posiciones jurídicas para las cuales es posible dar 
razones válidas y suficientes, y cuyo no reconocimiento injustificado ocasiona un daño inminente 
a su titular, como lo plantea Rodolfo Arango, exige una interpretación sistemática e integral de 
las disposiciones constitucionales y una elaborada argumentación filosófica sobre los derechos de 
los animales. 
De la confrontación de las diferentes teorías filosóficas, como (i) la teoría de las capacidades y la 
justicia expuesta por Amartya Sen y Martha Nussbaum, (ii) la teoría sobre la dignidad y la 
autonomía de Aristóteles e Immanuel Kant, (iii) la teoría contractualita y de la justicia de John 
Rawls y Thomas Hobbes, (iv)  la teoría utilitarista de Jeremy Bentham, (v) la teoría sobre el 
reconocimiento recíproco de Adela Cortina, Jurgen Habermas y Karl-Otto Apel, y (vi) las teorías 
animalistas de Tom Regan y Peter Singer. 
El concepto sobre los derechos de los animales se correlacionará, en primer lugar, con el 
concepto de derechos colectivos, y en segundo lugar, con el concepto de los derechos sociales 
fundamentales para determinar si pueden ser compatibles en el ordenamiento jurídico nacional. 
Del análisis de las normas de derecho internacional, del ordenamiento jurídico interno y la 
jurisprudencia, se podrán identificar los valores y fundamentos filosóficos predominantes en el 
ordenamiento jurídico constitucional y legal vigentes. 
 
Así las cosas, podrá determinarse  si es jurídicamente aceptable que los animales sigan haciendo 
parte del género de los derechos colectivos, y si es posible la adscripción de los derechos de los 
animales al concepto de los derechos sociales fundamentales, bajo qué presupuesto. 
Ahora bien, en todo caso también, se logrará identificar los principales obstáculos institucionales, 
normativos, y procedimentales para poder hablar de la subjetividad jurídica de los animales en el 
país; lo cual, no sólo generará un problema jurídico, sino además, permitirá exponer las posibles 
soluciones que puede tener. 
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Aunado a lo anterior, será importante para contribuir al conocimiento jurídico sobre los derechos 
de los animales e ir avanzando para que el cambio social vaya generando cambios en los 





1.7.1. Objetivo General. 
 
Establecer si la justiciabilidad de los derechos de los animales es compatible con los derechos 
colectivos y si es posible adscribirlos al concepto de los derechos sociales fundamentales. 
 
1.7.2. Objetivos específicos. 
 
 Determinar la posición jurídica de los derechos de los animales en el ordenamiento jurídico 
constitucional. 
 Identificar la justiciabilidad de los derechos de los animales. 
 Delimitar el contenido y posibilidad de reconocimiento de los derechos de los animales.  
 Establecer si los derechos de los animales son compatibles con el concepto de derechos 
colectivos. 
 Establecer si los derechos de los animales pueden ser adscritos al concepto de derechos 
sociales fundamentales.  
 Determinar si los derechos de los animales se acomodan a un concepto bien elaborado de 
derechos subjetivos. 
 Recopilar y confrontar los principales fundamentos filosóficos sobre los derechos de los 
animales. 
 Valorar los principales fundamentos jurídicos de los derechos de los animales.  
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 Identificar los princípiales obstáculos institucionales, normativos y procedimentales para la 
adscripción de los derechos de los animales a un concepto de los derechos sociales 























CONCEPTUALIZACIÓN DE LA SOLUCIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 
 
2. MARCO CONCEPTUAL DEL PROBLEMA DEL PROBLEMA DE 
INVESTIGACIÓN.  
 
2.1. EXPLICACIÓN JURÍDICA DE LA PROPUESTA DE INVESTIGACIÓN CON 
BASE EN EL ANÁLISIS CONCEPTUAL. 
El contexto jurídico de los derechos de los animales en Colombia no está definido. En primera 
medida porque la Constitución Política no contiene una cláusula que expresamente reconozca 
derechos autónomos e independientes a los animales, sino que los considera parte del género de 
los derechos colectivos, ante los cuales se tienen sólo deberes de protección y su justiciabilidad 
no es directa. El concepto de la justiciabilidad busca determinar el contenido de un derecho y su 
reconocimiento. Sobre el contenido de los derechos de los animales es pertinente acudir al 
enfoque de las capacidades expuesto por M. C. Nussbaum, que propone que el trato a los 
animales sea en términos justicia, porque sufren dolores y privaciones. Esta concepción ha venido 
tomando lugar en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado. La 
legislación colombiana está dispuesta para proteger a los animales como seres sentientes, a no 
considerarlos más como cosas, y sancionar todo tipo de daño que se les cause a su visa, 
integridad física y emocional. Al hablar de la subjetividad jurídica de los animales, se hace 
conveniente acudir al concepto de derecho subjetivo expuesto por R. Arango, entendido como la 
posición jurídica para la cual es posible dar razones válidas y suficientes, y cuyo no 
reconocimiento ocasiona un daño a su titular. Si los derechos de los animales son considerados 
derechos subjetivos, entonces no hay razón para que sigan siendo parte de la lista de derechos 
colectivos, sino que podrían ser adscritos a los derechos sociales fundamentales, que según el 
mismo tratadista, además de ser derechos subjetivos, exigen prestaciones fácticas positivas a 
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cargo del estado, exigiendo para su goce una menor intervención del legislativo y una mayor del 
judicial, que puede aplicar disposiciones en derecho por vía de interpretación.  
 
2.2. MARCO NORMATIVO Y LEGAL. 
Un análisis normativo permite determinar que existe una contradicción entre las normas 
internacionales sobre los derechos de los animales y las normas constitucionales, pues mientras 
las primeras reconocen subjetividad jurídica a los animales, las segundas los incluye en el género 
de los derechos colectivos, frente a los cuales sólo existen deberes de protección, o que se pueden 
tornar fundamentales exclusivamente cuando su vulneración acarrea -por conexidad- la violación 
de derechos humanos de importancia mayor para su titular. 
Una interpretación sistemática y finalista de las disposiciones constitucionales puede concluirse 
la atribución de un alto grado de importancia al medio ambiente y la biodiversidad, pero dentro 
del género de los derechos colectivos, la importancia de la protección del medio ambiente y los 
animales en el derecho internacional, la legislación, por su parte, si bien ha sido progresiva, 
responde a la consideración de los animales como derechos colectivos, generando sólo deberes de 
abstención u obligaciones negativas, además, se identifican obstáculos de tipo institucional, 
procedimental, y de  exigibilidad para la protección de los animales.  
2.2.1. Fundamentos en el Derecho Internacional. 
Entre los principales textos internacionales sobre los derechos de los animales se tiene el tratado 
de Ámsterdam suscrito por los Estados miembros de la unión europea el 2 de octubre de 1997, el 
cual busca proteger y garantizar el respeto del bienestar de los animales como seres sentientes, 
norma que es muy amplia y no tiene una aplicación directa, sino que ha venido siento 
incorporada en los textos constitucionales de los Estados obligados. 
El consejo de Europa ha sido la entidad supranacional más importante en cuanto a la fijación de 
lineamos de protección y conservación animal, en este sentido, se tiene la convención Europea 
para la protección de animales mantenidos para fines agrícolas de 1976, enmendada en 1992 
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mediante protocolo, la cual contiene disposiciones que protegen a los animales de granja y su 
proceso hasta el sacrificio, y adicionalmente el protocolo 087 de 1992 que amplió las especies 
animales protegidas y los métodos de agricultura. 
El precitado protocolo también se encargó de disponer lineamientos sobre los procedimientos de 
crianza natural y artificial, garantizando  el mínimo de condiciones de bienestar como que los 
animales sometidos a procedimientos agrícolas de genotipo y fenotipo no pueden sufrir ni ser 
lesionados, y se les debe asegurar adecuada acomodación y cuidado, comida y bebida. Establece 
también que la libertad de locomoción de los animales no puede ser restringida, no causarles 
daño, dolores ni sufrimientos innecesarios. 
Textos normativos que contienen una concepción de los animales como sujetos de derechos que 
por el simple hecho de ser seres vivos sienten necesidades y dolores similares a los de los seres 
humanos, no pueden ser sometidos a maltratos ni tratos degradantes y se les debe garantizar un 
mínimo de existencia en condiciones de dignidad y bienestar. 
Otro texto normativo es la Convención Europea para protección de animales vertebrados usados 
en experimentación y con otros propósitos científicos de 1986, que considera a los animales 
como seres sentientes y memorativos, es decir, con la capacidad de recordar sucesos del pasado, 
y cuyo objetivo principal es “proteger a los animales que puedan sufrir dolor, sufrimiento o daño 
duradero en el curso de un procedimiento sobre el cual se tenga una expectativa razonable de que 
el resultado producirá beneficios para el hombre y el animal” , y por supuesto busca reducir al 
mínimo el número de animales que deban ser utilizados con propósitos científicos, entre otras 
importantes disposiciones.  
Norma a partir de la cual, se puede inferir que si bien se ha venido consagrando principios 
fundamentales para el reconocimiento del derecho de los animales, como que son seres sentientes 
y memorativos, que no pueden sufrir ni recibir perjuicios en su integridad física, y que necesitan 
un mínimo de existencia, aún se puede identificar en los textos normativos una marcada 
tendencia hacía el antropocentrismo, es decir, a valorar la existencia de los animales en la medida 
que afecten al ser humano, lo cual dista todavía de consagrar un derecho animal que proteja 
efectivamente a los animales.  
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Adicionalmente, el Consejo de Europa ha expedido seis convenciones sobre la protección animal 
en total, más unas cuantas actas, en las cuales es posible observa el desarrollo de un principio 
bastante interesante como el de las “cinco libertades fundamentales” de los animales propuesta 
por Ruth Harrison Directora de la Sociedad Mundial para la Protección animal, WSPA, y que 
consiste en que los animales tienen cinco libertades básicas que son voltearse, acicalarse, pararse, 
acostarse y estirar sus extremidades libremente. 
Tesis a partir de la cual se podría llegar a la suposición que el Consejo de Europa reconocería 
derechos a los animales como a la libertad y la integridad física, no obstante no fue así, pero 
logró un gran avance al consagrar como a la sociedad y al Estado como responsables de 
conductas que puedan perjudicar a los animales.  
Como también lo establece la Convención Europea para la protección de animales mascotas, que 
responsabiliza al hombre del cuidado de los animales a su cargo. 
El deber moral que tiene el hombre respecto a todos los seres vivos en razón a su relación con 
ellos, marca un hito trascendental en el desarrollo del derecho natural, pues presupone un 
mandato natural que dirige al hombre a no hacer daño a sus semejantes. 
Ahora respecto a la Organización de Naciones Unidas ONU, su trabajo respecto al derecho 
animal no ha sido de buen recibo, pues su visión de los animales es de tipo conservacionista, esto 
es, “considera a los animales como parte del universo de la fauna de los recursos naturales, en 
igualdad de condiciones a la flora, cuya meta fundamental es la conservación biológica de las 
especies, independiente de cualquier consideración relativa a la subjetividad jurídica” , contraria 
a la tesis más garantista y protectora como es la biocentrista, la cual “considera al animal como 
una entidad independiente poblador del mundo y su debate central pretender solucionar el 
problema de la subjetividad jurídica” . 
Finalmente, es fundamental aproximarse a la Declaración Universal de Derechos del Animal de 
1977, y al proyecto de Declaración Universal sobre Bienestar Animal. 
La primera, es un reconocimiento internacional que desde la perspectiva de la filosofía del 
derecho es de bastante evolución, ya que si bien dicha declaración deja al arbitrio de cada estado 
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su adopción, desarrolla principios, valores y normas fundamentales para el derecho de los 
animales. 
Axiomas como los que  los animales tienen derecho a ser iguales en existencia, a ser respetados, 
cuidados, protegidos y no exterminados por parte del hombre, al igual que, a no ser sometidos a 
tratos crueles, violentos y degradantes, maltratos, ni sometidos a dolores y sufrimientos 
innecesarios, a la libertad de vivir en su hábitat natural y de acuerdo a su naturaleza, entre otros 
importantes avances, son los que se rescatan de esta importante declaración. 
En segundo orden, se tiene el proyecto de Declaración Universal sobre Bienestar Animal, que  
busca lograr un acuerdo entre las personas y las naciones para reconocer que los animales sienten 
y pueden sufrir, que las necesidades de bienestar de los animales deben ser respetadas y que la 
crueldad animal debe ser erradicada.  
A diferencia de los textos normativos que se han abordado, estos últimos están concebidos desde 
la perspectiva biocéntrica  que ya se ha mencionado, que valoran a los animales como fines en sí 
mismos por su condición de seres vivos, que pueden sentir, recordar y sufrir. 
En otros países, como Alemania y Ecuador, los derechos de los animales están consagrados de 
manera taxativa, el texto constitucional alemán “El Estado toma la responsabilidad de proteger 
los fundamentos naturales de la vida y de los animales en interés de las futuras generaciones.”19, 
y en el caso de la constitución del Ecuador que reconoce plena subjetividad jurídica a la 
naturaleza y los animales, así, establece en su artículo 71 “La naturaleza o Pacha Mama, donde se 
reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el 
mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos 
evolutivos.”20 
2.2.2. Fundamentos Constitucionales y del ordenamiento jurídico interno. 
Una interpretación sistemática, axiológica y finalista de la Constitución Política de Colombia 
determinó que la diversidad ambiente está consagrado como un principio, derecho y deber 
                                                          
19TRUJILLO CABRERA, Juan. Los derechos de los animales en Colombia, Corporación Universitaria 
Republicana, Revista Republicana, ISSN-1909-4450, No.7, julio-diciembre 2009, P. 69-81. 
20 Constitución de la República del Ecuador. 
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fundamental, la carta política es una carta ecológica. Así lo expresan las Sentencias T-411 de 
1992 y C-666 de 2010.  
En cuanto al ordenamiento jurídico interno, es de suma importancia tener en cuenta la 
investigación realizada por Ricardo Fajardo y Alexandra Cárdenas, sobre el derecho de los 
animales, en la cual realizan un análisis minucioso de las diferentes fuentes del derecho de los 
animales y del conjunto de normas vigentes en el país. 
Para empezar, está la Ley 5° de 1972 reglamentada por el Decreto 497 de 1973, frente a las 
cuales hay que decir que expresan que desde entonces hay unos valores que la sociedad quiere 
proteger, como son, que los animales no sean maltratados, no sean sometidos a tratos crueles o 
que les generen dolor, sufrimiento o angustia. Muy a pesar de tipificar conductas concretas y 
ordenar la creación de las Juntas de Protección Animal, son normas que no están bien sustentadas 
administrativa ni presupuestalmente, tampoco establecen los mecanismos a través de los cuales 
reclamar estos derechos. Además, son disposiciones normativas que no interesan a las 
autoridades de los diferentes niveles; por tanto, a pesar de su vigencia, es una norma que no se 
está ejecutando por vacíos institucionales y de mecanismos para la efectividad de los derechos 
que busca proteger. 
En cuanto al Estatuto Nacional de Protección Animal, Ley 84 de 1989, los autores ibídem 
identifican un problema lingüístico en  la distinción entre deberes frente a los animales y su 
subjetividad jurídica, es decir, ser titulares de sus propios derechos; también, consideran que la 
expedición de esta norma representa un avance en cuanto tipifica las conductas que atentan 
contra los animales como contravenciones, establece las sanciones a imponer y las autoridades 
competentes para conocer de las denuncias. Sin embargo, en la práctica aún está en discusión las 
sanciones que se deben imponer a los infractores y la distribución de las competencias de las 
autoridades.  
En conclusión el Estatuto Nacional de Protección Animal es poco utilizado y por tanto no es 
eficaz para la protección de los animales. 
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De su análisis, se colige que esta norma también presenta obstáculos institucionales y 
procedimentales, pero además, de tipo cognoscitivo y lingüístico, ya que manifiesta una 
confusión entre deberes frente a los animales o derechos de los animales.  
La novedad legislativa más reciente es la expedición de la Ley 1774 de 2016, por medio de la 
cual se modifican artículos del código civil y el código penal en cuanto a señalar que “los 
animales como seres sentientes no son cosas, y recibirán especial protección contra el sufrimiento 
y el dolor”. En este sentido, incorpora también un capítulo único sobre los delitos en contra de la 
vida, la integridad física y las emociones de los animales. 
El avance de esta modificación legislativa es muy importante, pues si bien admite la crítica que 
manifiesta una perspectiva bienestarista, basada en unos deberes de compasión y unas 
obligaciones negativas o de abstención frente a los animales, es legislación que incorpora un 
concepto más respetuoso y protector de los animales. 
También, es necesario reiterar que las instituciones y procedimientos dispuestos para la 
protección animal no son tan efectivos como significa el avance introduce por esta legislación, 
motivo por el cual se corre el riego de que si no se articulan debidamente la nueva consideración 
de los animales con unos mecanismos de protección eficaces, puede que esa norma se quede en el 
papel, y la situación de desprotección de los animales continúe.  
 
2.3. MARCO JURISPRUDENCIAL. 
 
2.3.1. Análisis sobre la innovación dogmática de las altas cortes. 
Un análisis importante sobre la innovación dogmática de la jurisprudencia de las altas cortes 
como respuesta a los cambios sociales, fue realizado por el jurista Diego López Medina, en su 
ensayo sobre “El cambio dogmático-jurídico como respuesta al cambio social: la labor del 
Consejo de Estado y de la Corte Constitucional en la reconsideración del estatuto jurídico de los 
animales en Colombia.” 
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En este texto, D. López critica fuertemente, con toda razón, la incoherencia y temeridad con la 
que la jurisprudencia ha querido adoptar de una manera muy prematura y deliberada las masivas 
demandas sociales sobre un trato más digno y respetuoso a los animales. Así, considera que 
“todavía falta un largo trecho para que la jurisprudencia colombiana haga un recepción madura y 
apropiada de una literatura ética que ya lleva muchos años y cuyos niveles de sofisticación y 
detalle ya son significativos. Las lecturas que refleja la jurisprudencia todavía son bastante 
incompletas: su recepción de las fuentes del Derecho, empero, las reviste de una nueva 
legitimidad y fuerza discursiva que no tenían cuando estaban restringidas a la pura discusión 
académica.”21 
También plantea dos posibilidades para atender la agenda medioambiental en la que se tiene en 
cuenta el cambio en las relaciones con los animales, por medio de la creación de derecho en sede 
judicial con base en la interpretación de la denominada “constitución ecológica”, o por medio de 
los órganos competentes para introducir estas nuevas perspectivas. 
Sobre la incorporación de principios diferentes en la relación entre los seres humanos y los 
animales, apunta: 
“Es apenas obvio que los principios constitucionales más abstractos son los lugares donde más 
fácilmente se puede dar esta incorporación o recepción judicial de las normas sociales en proceso de 
consolidación. En primer lugar, porque esta, de hecho, es una de las funciones de los principios 
constitucionales al permitir el cambio normativo dentro de un proceso continuo y dúctil de 
mejoramiento institucional: en segundo lugar, porque, de hecho, la abstracción de los principios 
constitucionales posibilita semánticamente las reinterpretaciones normativas que tal cambio social 
demanda en determinados momentos. 
                                                          
21 LÓPEZ MEDINA, Diego. El cambio dogmático-jurídico como respuesta al cambio social: la labor del 
Consejo de Estado y de la Corte Constitucional en la reconsideración del estatuto jurídico de los animales 
en Colombia. LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO, XV Jornada 
Internacionales del Derecho Administrativo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 2014, P.555. 
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Se trata, pues, de un proceso de incorporación judicial de ideas del animalismo contemporáneo 
dentro de la constitución medioambiental para generar un cambio en el marco jurídico general de 
las relaciones entre animales humanos y no humanos.”22 
2.3.2. El medio ambiente y la biodiversidad entre las perspectivas: antropocéntrica y 
biocéntrica.  
El concepto de medio ambiente y biodiversidad es complejo, y esta característica ha quedado 
manifestada también en jurisprudencia constitucional, la cual ha acogido diferentes perspectivas 
para fundamentar la importancia del medio ambiente y la biodiversidad en Colombia, sin 
embargo, esta situación ha generado más problemas que soluciones para la interpretación y 
aplicación del derecho, pues en ausencia de un criterio determinado genera un ambiente de 
ambigüedad y diversidad de opiniones jurídicas. 
La Constitución Política de Colombia de 1991 le da un alto grado de importancia al medio 
ambiente y la biodiversidad en el ordenamiento jurídico interno, pero por vía jurisprudencial no 
se ha definido si su contenido fundamental corresponde a deberes de protección, obligaciones de 
protección, garantías o derechos subjetivos.  
Para este fin, se revisaron y confrontaron las siguientes sentencias: T-411 de 1992,T-092 de 1993, 
C-671 de 2001, C-339 de 2002, C-760 de 2007, C-666 de 2010, T-271 de 2010, T-154 de 2013 y 
T-204 de 2014, C-123 de 2014. 
En la Sentencia T-411 de 1992 se realizó una interpretación armónica de la constitución, a partir 
de la cual puede otorgársele un valor fundamental al medio ambiente y la biodiversidad, así lo 
consideró la Corte Constitucional: 
“(…) de una lectura sistemática, axiológica y finalista surge el concepto de Constitución Ecológica, 
conformado por las siguientes 34 disposiciones:  ||  Preámbulo (vida), 2º (fines esenciales del 
Estado: proteger la vida), 8º (obligación de proteger las riquezas culturales y naturales de la 
Nación), 11 (inviolabilidad del derecho a la vida), 44 (derechos fundamentales de los niños), 49 
(atención de la salud y del saneamiento ambiental), 58 (función ecológica de la propiedad), 66 
                                                          
22 Ibídem. P.556 
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(créditos agropecuarios por calamidad ambiental), 67 (la educación para la protección del 
ambiente), 78 (regulación de la producción y comercialización de bienes y servicios), 79 (derecho a 
un ambiente sano y participación en las decisiones ambientales), 80 (planificación del manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y 
nucleares), 82 (deber de proteger los recursos culturales y naturales del país), 215 (emergencia por 
perturbación o amenaza del orden ecológico), 226 (internacionalización de las relaciones 
ecológicas, 268-7 (fiscalización de los recursos naturales y del ambiente), 277-4 (defensa del 
ambiente como función del Procurador), 282-5 (el Defensor del Pueblo y las acciones populares 
como mecanismo de protección del ambiente), 289 (programas de cooperación e integración en 
zonas fronterizas para la preservación del ambiente), 300-2 (Asambleas Departamentales y medio 
ambiente), 301 (gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a recursos 
naturales y a circunstancias ecológicas), 310 (control de densidad en San Andrés y Providencia 
con el fin de preservar el ambiente y los recursos naturales), 313-9 (Concejos Municipales y 
patrimonio ecológico), 317 y 294 (contribución de valorización para conservación del ambiente y 
los recursos naturales), 330-5 (Concejos de los territorios indígenas y preservación de los recursos 
naturales), 331 (Corporación del Río Grande de la Magdalena y preservación del ambiente), 332 
(dominio del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables), 333 (limitaciones a 
la libertad económica por razones del medio ambiente), 334 (intervención estatal para la 
preservación de los recursos naturales y de un ambiente sano), 339 (política ambiental en el plan 
nacional de desarrollo), 340 (representación de los sectores ecológicos en el Consejo Nacional de 
Planeación), 366 (solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua potable como 
finalidad del Estado).”   
En primera medida, se dio prevalencia a una mirada antropocéntrica o personalista de las 
disposiciones constitucionales sobre el medio ambiente y la biodiversidad, según la cual, la 
protección y conservación del medio ambiente se justifica en la supervivencia del hombre, así 
quedó plasmado en las Sentencias T-092 de 1993 y Sentencia C-671 de 2001. 
En la primera, se señaló "el derecho al medio ambiente no se puede desligar del derecho a la vida 
y a la salud de las personas. De hecho, los factores perturbadores del medio ambiente causan 
daños irreparables en los seres humanos y si ello es así habrá que decirse que el medio ambiente 
es un derecho fundamental para la existencia de la humanidad.” 
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En la segunda, expresa en una de sus consideraciones “En cuanto hace parte del entorno vital del 
hombre, indispensable para su supervivencia y la de las generaciones futuras, el medio ambiente 
se encuentra al amparo de lo que la jurisprudencia ha denominado ‘Constitución ecológica’, 
conformada por el conjunto de disposiciones superiores que fijan los presupuestos a partir de los 
cuales deben regularse las relaciones de la comunidad con la naturaleza y que, en gran medida, 
propugnan por su conservación y protección.” 
Una mirada diferente se puso de presente en la Sentencia C-339 de 2002, sobre el medio 
ambiente y la biodiversidad; se consideró que hay una convergencia de determinados deberes, 
obligaciones, garantías y derechos entre los ciudadanos y el Estado. A partir de una interpretación 
ética, económica y jurídica de la Constitución se infiere que tanto el ser humano como la 
naturaleza tienen valores propios, y esta  tiene la característica de ser un bien común lo cual 
impone límites a los intereses jurídicos, políticos, y económicos individuales. Hallar o atribuir un 
valor propio al hombre, la naturaleza y la biodiversidad es propio de una perspectiva biocentrista. 
La diversidad de facetas del medio ambiente y la biodiversidad se puntualizó en la SentenciaC-
760 de 2007, en la cual la Corte Constitucional considera que la relación entre el hombre y el 
ecosistema está regida por obligaciones específicas que reflejan derechos colectivos, lo dice en 
los siguientes términos: 
“Constitución dispone como uno de sus principios fundamentales la obligación Estatal e individual 
de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación (art. 8°). Adicionalmente, en desarrollo 
de tal valor, nuestra Constitución recoge en la forma de derechos colectivos (arts. 79 y 80 C.P.) y 
obligaciones específicas (art. 95-8 C.P.) las pautas generales que rigen la relación entre el ser 
humano y el ecosistema. Con claridad, en dichas disposiciones se consigna una atribución en 
cabeza de cada persona para gozar de un medio ambiente sano, una obligación Estatal y de todos 
los colombianos de proteger la diversidad e integridad del ambiente y una facultad en cabeza del 
Estado tendiente a prevenir y controlar los factores de deterioro y garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración y sustitución.” 
Ahora bien, en la Sentencia C-666 de 2010 nuevamente aparece una visión biocentrista del 
ordenamiento constitucional. En juicio de la corte “los elementos integrantes del concepto de 
medio ambiente pueden protegerse per se y no, simplemente, porque sean útiles o necesarios para 
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el desarrollo de la vida humana.”. Una perspectiva biocéntrica, a su vez, descarta una perspectiva 
utilitarista del ambiente y la diversidad, ya que otorga un valor propio a los seres vivos y no sólo 
porque afecten o interesen al ser humano. 
En la Sentencia T – 271 de 2010, la Corte Constitucional, nuevamente pone de presente la tesis 
de la conexidad y genera una confusión mayor porque le otorga al medio ambiente la 
naturalezade derecho colectivo y subjetivo cuando comprometa la afectación o amenaza de un 
derecho fundamental, así: 
 “El derecho a un ambiente sano sólo puede ser concebido como un derecho colectivo. Sin 
embargo, lo cierto es que la Corte Constitucional en su jurisprudencia le ha reconocido que el goce 
efectivo de muchos otros derechos individuales, como por ejemplo los derechos a la vida, a la salud 
y a la intimidad, depende de que se proteja y garantice el medio ambiente. En ese sentido, el 
derecho a un ambiente sano es también un derecho subjetivo de todo ser humano, en tanto se 
considera titular del derecho a vivir sanamente y sin injerencias indebidas.” 
Finalmente, en la Sentencia T-154 de 2013, se puede observar el carácter restrictivo de la 
interpretación y protección de los derechos del medio ambiente y la biodiversidad como derechos 
colectivos, los cuales, a juicio de la corte, sólo adquieren una faceta de protección inmediata, 
fundamental, cuando estén relacionados con la violación o amenaza de vulneración de derechos 
fundamentales, entre otras subreglas. Lo que permite concluir que la interpretación de los 
derechos al medio ambiente y la biodiversidad como derechos colectivos les resta protección, lo 
cual no es coherente con el alto grado de importancia que la Corte Constitucional en fallos 
anteriores ha considerado que tienen estos derechos. 
En conclusión, se puede determinar que no hay un criterio definido en la jurisprudencia 
constitucional sobre la naturaleza, contenido y alcance de los derechos del medio ambiente y la 
biodiversidad, ya que por una parte se sustenta la tesis antropocéntrica o personalista de la 
conexidad, según la cual, sólo son protegidos en una esfera iusfundamental cuando su 
desconocimiento ocasiona la vulneración o amenaza de un derecho fundamental, subjetivo; y por 
otra parte, se sustenta la tesis biocéntrica que le otorga valor propio a todos los elementos que 
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componen medio ambiente y la biodiversidad, lo cual, excluye la relación necesaria de afectación 
con los derechos del ser humano. 
2.3.3. Los animales como seres vivos con dignidad propia. 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido más receptiva de las demandas sociales sobre un 
cambio de las relaciones entre el ser humano y los animales, sin embargo, también ha generado 
ambigüedades  para la interpretación de los derechos de los animales. 
La sentencia C-666 de 2010, es importante desde el punto de vista conceptual pero su resolución 
permite muchas críticas. Considera adecuada y armónica con los instrumentos internacionales la 
inclusión de los animales en el medio ambiente, y el “concepto protegido como parte del 
ambiente es la fauna, siendo ésta “el conjunto de animales de un país o región” ; la protección 
que se deriva de la Constitución supera la anacrónica visión de los animales como cosas 
animadas, para reconocer la importancia que éstos tienen dentro del entorno en que habitan las 
personas, no simplemente como fuentes de recursos útiles al hombre, sino en cuanto seres 
sintientes que forman parte del contexto en que se desarrolla la vida de los principales sujetos 
del ordenamiento jurídico: los seres humanos.” 
Genera una ambigüedad, ya que si bien aclara que los animales no son protegidos a través de los 
deberes, no indica cuál es el contenido y el alcance de sus derechos, así dice: 
“La inclusión de los animales dentro del concepto de ambiente se hace con base en el papel que 
estos juegan en el desarrollo de la vida humana. Acentúa la Corte que esta consideración supera el 
enfoque eminentemente utilitarista –que los considera en cuanto recurso utilizable por los seres 
humanos-, y se inserta en la visión de los animales como otros seres vivos que comparten el 
contexto en que se desarrolla la vida humana, siendo determinantes en el concepto de naturaleza y, 
por consiguiente, convirtiéndose en destinatarios de la visión empática de los seres humanos por el 
contexto –o ambiente- en el que desarrolla su existencia. No otra puede ser la norma constitucional 
que se derive de las diversas y numerosas disposiciones en que la Constitución hace referencia a 
los elementos que integran el ambiente y que fueron mencionadas anteriormente como parte de la 
llamada “Constitución ecológica”. 
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En relación con su protección, la manifestación concreta de esta posición se hace a partir de dos 
perspectivas: la de fauna protegida en virtud del mantenimiento de la biodiversidad y el equilibrio 
natural de las especies; y la de fauna a la cual se debe proteger del padecimiento, maltrato y 
crueldad sin justificación legítima, protección esta última que refleja un contenido de moral 
política y conciencia de la responsabilidad que deben tener los seres humanos respecto de los otros 
seres sintientes.” 
(…) 
“(…) el concepto de dignidad de las personas tiene directa y principal relación con el 
ambiente en que se desarrolla su existencia, y de éste hacen parte los animales. De manera 
que las relaciones entre personas y animales no simplemente están reguladas como un 
deber de protección a los recursos naturales, sino que resultan concreción y desarrollo de 
un concepto fundacional del ordenamiento constitucional, por lo que la libertad de 
configuración que tiene el legislador debe desarrollarse con base en fundamentos de 
dignidad humana en todas aquellas ocasiones en que decide sobre las relaciones entre 
seres humanos y animales; así mismo, en su juicio el juez de la constitucionalidad se debe 
edificar la racionalidad de su decisión sobre argumentos que tomen en cuenta el concepto 
de dignidad inmanente y transversal a este tipo de relaciones.” 
En sentencia No. 22.592 del 23 de mayo de 2012 promovida por el Consejo de Estado, en la cual 
se concluyó que los animales no son cosas: son seres sintientes, que no pueden ser sometidos a 
maltratos, dolores ni sufrimientos, con dignidad intrínseca y titulares de varios derechos. 
Acogiendo la tesis sobre la dignidad propia de los animales, señaló: 
“En relación con el primer aspecto señalado, se pone de presente que las tesis 
contractualistas sobre la justicia vienen siendo reformuladas por las denominadas tesis 
comparativistas –en cabeza de teóricos de la justicia como Amartya Sen y Martha 
Nussbaum– que garantizan un mayor alcance de los principios de justicia social definidos 
en su momento por Jhon Rawls en su obra titulada “Teoría de la Justicia”.  
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Conforme a esos planteamientos, los discapacitados, los animales y otros seres vivos 
tienen dignidad en sí mismos, porque al margen de que no manifiesten su voluntad en el 
denominado contrato social, sí son sujetos que tienen un propósito vital y finalidad en la 
existencia, tanto así que entran en relación directa y permanente con el ser humano. Sin 
esta fundamentación estructurada en la noción de “capacidades”, no sería posible, por 
ejemplo, reconocer derechos fundamentales en cabeza de las personas jurídicas, tales 
como la garantía constitucional al debido proceso.  
De allí que, según la menciona postura teórica, la dignidad ínsita al animal no permite 
asimilarlo a una cosa u objeto; por tal motivo, la responsabilidad derivada de los animales 
domésticos, domesticados o fieros no podría ser entendida como una especie de aquella 
que se refiere al hecho de las cosas. A contrario sensu, el principio de dignidad implícito 
en estos seres vivos haría que toda institución jurídica –incluida la responsabilidad 
extracontractual civil o del Estado– tuviera en cuenta esta condición, que serían fines en sí 
mismos, y que, por lo tanto, son susceptibles de ser titulares de derechos (v.gr. el derecho a 
no ser maltratado, el derecho a una muerte digna sin sufrimiento, entre otros).” 
La Sentencia C-889 de 2012 de la Corte Constitucional en la cual se ratificó el mandato de 
proteger a los animales que se desprende del deber constitucional de proteger el medio ambiente. 
Mediante Sentencia con radicado número Radicación: 25000-23-24-000-2011-00227-01(AP), del 
26 de noviembre 2013, el Consejo de Estado nuevamente llamó la atención sobre la necesidad de 
promover un cambio de perspectiva en cuanto al derecho de los animales, así expresó “Es 
necesario que la humanidad cambie de paradigma en su visión con los animales, de tal forma 
que al igual que hoy no es permitida la esclavitud, el racismo, las olimpiadas en el imponente 
Coliseo Romano, etc., tampoco se permita someter a los animales-seres con sistemas nerviosos 
altamente desarrollados, similares en muchos eventos al de los humanos– a espectáculos en los 
que el humano satisface sus necesidades más primarias, y retorna a ese estado de naturaleza del 
que hablaba Hobbes en su Leviatán, al ver y disfrutar con el sufrimiento y sacrificio de seres 
animados capaces de experimentar placer, sufrimiento y lealtad.” . 
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Y además, llamó la atención a la jurisprudencia de la Corte Constitucional referente a la 
tauromaquia en el sentido que “La Sala destaca la incongruencia, ya que, desde un ángulo se 
protege a los animales empleados en los circos, así como se prohíben las peleas de perros, pero, 
del otro, se permite y protegen –legislativa y judicialmente– actividades en las que la única 
finalidad consiste en someter a tratos crueles a los animales”. 
Por último, en la Sentencia C-283 de 2014, la Corte Constitucional estudió revisó la Ley 1638 de 
2013 “Por medio de la cual se prohíbe el uso de animales silvestres, ya sean nativos o exóticos, 
en circos fijos itinerantes”, y llegó a la conclusión que la norma acusada se ajusta al 
ordenamiento jurídico constitucional, entre otras razones, porque “la protección de los animales 
desde la perspectiva de los deberes morales y solidarios -bienestar animal-, como del 
comportamiento digno que los humanos están obligados a proveer respecto de otras especies -
seres vivos y sintientes- en aras de la conservación del medio ambiente (…)” , tesis que se 
fundamenta en la experiencia nociva de maltrato de los animales. 
En suma, existe una incoherencia en la jurisprudencia, entre la conceptualización de los derechos 
de los animales y su justiciabilidad, generada por un vacío constitucional sobre la subjetividad 
jurídica a la manera de obligaciones de protección iusfundamentales a favor del medio ambiente 
y la biodiversidad, en especial de los animales, un esfuerzo interpretativo judicial temeroso por 
ausencia de un procedimiento jurisprudencial reglado, y los usuales obstáculos políticos y 
económicos que impiden la adopción de una perspectiva más acorde con la Constitución y el 
Estado Social de Derecho.  
 
2.4. PROYECCIÓN TEÓRICA DE LA SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE 
INVESTIGACIÓN. 
 
2.4.1. ELABORACIÓN DEL MARCO TEORICO. 
 
2.4.1.1. El medio ambiente y la biodiversidad 
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El medio ambiente y la biodiversidad han adquirido una importancia superior con la adopción de 
los Estados Constitucionales y Sociales de Derecho, los cuales representan un cambio de 
perspectiva que parte de los deberes de protección a las obligaciones de protección 
iusfundamentales. 
Por supuesto que este proceso es posible identificarlo en sociedades bien ordenadas en las cuales 
se han superado los obstáculos institucionales, sociales, económicos y políticos mínimos que 
demandan  los ciudadanos. No obstante, el desconocimiento de ciertas necesidades básicas no es 
razón suficiente para desconocer el propio valor de otros derechos, como en este caso, el medio 
ambiente y la biodiversidad. 
Una dificultad, no obstante lo anterior, es que la generalidad de los textos constitucionales no 
consagra una subjetividad jurídica propia al medio ambiente y la biodiversidad, lo cual es 
entendible, porque la tradición jurídica proviene de concebirlas como objetos de protección 
vinculados a la supervivencia o utilidad de la vida humana, propia de una perspectiva 
antropocéntrica. 
Así lo explica F. S. Yarza: “Ninguno admite, sin embargo, un verdadero derecho subjetivo al 
medio ambiente como tal, esto es, un poder jurídico inmediatamente invocable cuyo objeto sea la 
protección del entorno natural. La ausencia de tal poder es perfectamente explicable si se tiene 
en cuenta que el “medio ambiente”, en su amplitud, un bien colectivo.”23 
Lo cual, conduce a la conclusión que “No es posible, en rigor, un derecho subjetivo al medio 
ambiente.”24 
Sin embargo, la tradición de los deberes de protección que generan solamente prestaciones  
negativas, de abstención, resulta insuficiente frente a la fórmula de Estado Social de Derecho, y 
la omisión de la consagración de la subjetividad jurídica del medio ambiente y la biodiversidad 
no necesariamente deben desprenderse inmediatamente del texto constitucional, como tampoco 
sucede con las obligaciones ius fundamentales de protección. 
                                                          
23YARZA, Fernando Simón. Medio ambiente y derechos fundamentales. Tribunal Constitucional, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2012, pág. 371 
24 Ibídem, 371 
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La distinción entre deberes de  protección y obligaciones de protección iusfundamentales consiste 
en “reconocer la plena juridicidad de un contenido no estrictamente defensivo de los derechos 
fundamentales”25, y como tal, sólo pueden ser derechos subjetivos.  
“las obligaciones de protección iusfundamentales son, en lo que tienen de obligaciones 
justiciables, auténticos derechos a la protección estatal.”26 
Debe aclararse, que las obligaciones de protección iusfundamentales se sustentan también en la 
tesis antropocentrista del medio ambiente y la biodiversidad debido a que consideran estos 
derechos como exigibles judicialmente mientras acarren la vulneración o amenaza de daño a 
derechos propiamente fundamentales, como viene sucediendo en la jurisprudencia Colombiana. 
Pero por supuesto, este nuevo paradigma genera riesgos al sistema jurídico, “El principal riesgo 
que se cerniría ante un activismo excesivo en el reconocimiento jurisdiccional de obligaciones 
protectoras sería (…) transitar hacía un Estado jurisdiccional en el que los jueces, y no el 
legislador, pronunciarían la última palabra sobre la mejor protección”.27 
Sin lugar a dudas, la justiciabilidad de las obligaciones de protección iusfundamentales exige una 
mayor actividad judicial que no deja de ser susceptible de ser criticada, pero que por sí misma no 
puede ser negada, sobre todo, cuando los derechos fundamentales demandan una menor 
intervención del legislativo y una mayor actividad de la administración de justicia. 
Una respuesta favorable a esta tesis es la práctica judicial Alemana, en la cual bajo 
procedimientos judiciales reglados, como el teste de evidencia, se han protegido estos derechos 
sin generar una desbordada atribución de facultades, como la radicación en primera instancia en 
el legislador y cuya inactividad autoriza la intervención judicial.28 
 
 
                                                          
25 Ibídem, 374 
26 Ibídem, 374 
27 Ibídem, 374 
28 Ibídem, 375 
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2.4.1.2. La teoría de los principios y la argumentación jurídica, para la actividad judicial. 
Teniendo en cuenta que los principios constitucionales permiten con mayor facilidad la 
incorporación o recepción judicial de las normas sociales en proceso de consolidación, se ha 
importante traer a colación las consideraciones sobre la actividad judicial regulada es la ofrecida 
por R. Dworking y R. Alexy. 
R. Alexy parte de la cuestión de si existe una sola respuesta  a diferentes conflictos jurídicos que 
debes ser resueltos, es especial, por los jueces. Pregunta que había sido resuelta como el sistema 
de reglas identificadas sobre la base de su eficacia y validez como lo sustentan los positivistas 
como H. Kelsen y Hart; R. Dworking, por su parte, considera que la respuesta a este interrogante 
es un modelo de principios y reglas, según el cual los principios le dan una dimensión a los 
conflictos jurídicos en las instancias en que las reglas no pueden dar razón por medio de la 
argumentación y los precedentes, de tal manera que el juez no le corresponda un labor heroica, 
sino de aproximación en la mayor dimensión posible.  
Un juez hércules como lo describe R. Dworking, dotado de sabiduría prudencia, paciencia, 
habilidad, es casi ideal; R. Alexy propone un juez que pueda aproximarse lo más posible a este 
ideal a través de los principios y la argumentación jurídica.29 
R. Alexy, se encarga principalmente de exponer que la teoría de los principios por sí sola no 
representa una única respuesta al interrogante, y  aborda dos problemas que presenta la teoría de 
R. Dworking, a saber: que la distinción entre reglas y principios afecta sus partes pero no su 
contenido, e  identifica los déficit de la teoría de los principios con base en una teoría de la 
argumentación jurídica orientada por el concepto de la razón práctica. 
Los principios y las reglas son normas, pero ¿cómo diferenciarlas? – la respuesta es: según los 
criterios. 
                                                          
29Derecho y Razón Práctica, Biblioteca ética, filosofía del derecho y política, Distribuciones Fontamara. 
2002, Pág.9 
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Un primer criterio no muy fuerte es el de la generalidad según el cual entre reglas y principios 
existe una distinción de grado, cuando es más general una norma es un principio y cuando es 
menos general es una regla.  
R. Dworking señala dos criterios uno de aplicación y otro de confrontación. El primero consiste 
en que las reglas tienen la forma de todo o nada, si la regla es válida se aceptan sus consecuencias 
jurídicas y determina la decisión, siempre y cuando no exista una excepción; mientras que los 
principios proporcionan razones a favor de una u otra postura y no determina necesariamente la 
decisión. El segundo criterio, aceptado por R. Alexy, se refiere a los conflictos de reglas y 
colisiones de principios, en primer caso, los principios tienen una dimensión diferente a la de las 
reglas: de peso, esto es, en caso de una colisión de principios, prevalece el que tenga un peso 
relativamente mayor al del peso relativamente menor sin invalidarlo, a diferencia de las reglas, 
cuyo conflicto concluye con la invalidación de una de estas.  
Mientras los principios son mandatos de optimización que se ponderan, las reglas son mandatos 
definitivos que se subsumen.  
Además de lo anterior, R. Alexy considera que el criterio definitivo para distinguir reglas de 
principios es su núcleo. Define los principios como mandatos de optimización, normas que 
ordenan que se realice algo en la mayor medida de lo posible, en relación con las posibilidades 
jurídicas y fácticas. Las reglas, por su parte, son normas que exigen un cumplimiento pleno, y por 
tanto la invalidez de la norma contraria. 
En suma, además de los criterios de la generalidad, de aplicación y confrontación, lo distinción 
entre principios y reglas lo indica si una norma de ser cumplida o simplemente exige una medida 
gradual. 
Ahora, para que una teoría de los principios sea una única respuesta a los problemas jurídicos se 
necesita, además ser catalogados y conceptualizados,  ser jerarquizados. La jerarquización de los 
principios es, ante todo, un problema de prioridad de valores, cuya solución es a través de un 
orden estricto y uno débil, que exige por lo menos tres elementos: un sistema de condiciones de 
prioridad, un sistema de estructuras de ponderación y un sistema de prioridades prima facie. 
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Un sistema de condiciones de prioridad puede traducirse en las condiciones que pueden 
conformar el supuesto de hecho de un regla, y por tanto, de la consecuencia jurídica. Un sistema 
de estructuras de ponderación se entiende con la ley de ponderación, según la cual cuanto más 
alto sea el grado de incumplimiento o menoscabo de un principio, tanto mayor debe ser la 
importancia del cumplimiento del otro; es ante todo, una estructura de argumentación racional 
conformada por tres principios pilares: la adecuación, necesidad y proporcionalidad en sentido 
estricto. Por último, un sistema de prioridades prima facie establecen cargas de argumentación. 
Los derechos prima facie son los derechos basados en principios. 
No obstante lo expuesto anteriormente, R. Alexy considera que ni una teoría de los principios ni 
de reglas es suficiente para un modelo completo del sistema jurídico, para tal fin, se necesita de 
una teoría de la argumentación que indicará cuando una decisión es racionalmente válida. Estos 
tres niveles determinarán la única respuesta propuesta por R. Dworking. 
Lo anterior permite afirmar que para que los derechos de los animales hagan parte del sistema 
jurídico, además de ser incorporados a los principios y valores vigentes, deben hacer parte de una 
teoría de la argumentación jurídica para ser justificados racionalmente. 
2.4.1.3. Fundamentos filosóficos de los derechos de los animales. 
Las principales teorías que alimentan la tesis de los animales como sujetos de derechos, tienen 
sus raíces en concepciones filosóficas muy diversas, a las cuales se hará una aproximación en 
este trabajo. 
Se puede señalar entre las principales teorías: (I) Animales como seres vivos sentientes, 
comunicativos y memorativos, (II) Teoría biocéntrica,  y la (III) Los animales como fines sí 
mismos con dignidad intrínseca. 
2.4.1.3.1. Animales como seres vivos sentientes, comunicativos y memorativos. 
Los científicos, psicólogos y filósofos como John Locke  y Jeremías Bentham fueron los 
encargados de promover una revolución tan significativa para el avance del derecho de los 
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animales y fue descubrir que como seres vivos los animales sentían sufrimiento, recordaban 
experiencias traumáticas del pasado, y se podían comunicar con los seres humanos. 
P. Singer sustenta que es posible determinar que un animal siente dolor por signos externos en su 
comportamiento, que tienen un sistema nervioso central similar al de los seres humanos que 
responde igual a los estímulos de dolor como por ejemplo los sonidos verbales de queja y 
llamado, contorciones faciales e intentos para evitar la fuente del dolor, así como el miedo a su 
repetición y señales fisiológicas normales. 
Asegura el autor, que “el dolor es una experiencia que aumenta las posibilidades de supervivencia 
puesto que ayuda a los animales a evitar las fuentes de daño eventual.”30 
Son memorativos por que evitan las fuentes que les han causado dolor antes, y como se decía 
anteriormente siempre buscan no reincidir en la sensación indescriptible que les causa un dolor. 
Pueden comunicarse ya que si bien no cuentan con las capacidades para entablar contacto 
lingüístico con los seres humanos, se manifiestan físicamente como lo hacen los niños que aún no 
saben hablar. 
Locke y Bentham aseguran que respecto a los animales no es acertado preguntar si razonar ni 
hablar sino si pueden sufrir, para ellos el dolor y el placer eran las fuentes de la moralidad, lo que 
determinaba el derecho y la inadmisibilidad del sufrimiento innecesario. 
Además, filósofos como Tom Regan, Stephen Clarke, Tom Beauchamp, Mary Mydgley, 
Raymond Frey, Bernie Rollin y David De Grazie, señalan que si el dolor es importante para el 
hombre y las legislaciones, y si los animales son susceptibles de experimentar lo mismo, resulta 
lógico y ético que también sea importante para el hombre el sufrimiento animal. 
Reconocer moralmente que los animales no pueden ser expuestos a sentir sufrimientos puede 
conllevar a decir que son susceptibles de protección por parte del hombre, de tener unos derechos 
esenciales. No obstante, esto no significa que puedan ser sujetos de obligaciones como los 
hombres. El hombre a diferencia del animal, tiene intelecto y su comportamiento está regido por 
                                                          
30 FAJARDO, Ricardo y ALEXANDRA, Cárdenas, El derecho de los animales. Bogotá: Pontificia 
Universidad Javeriana, Serie Lex Nova, Legis, 2007, P. 93. 
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reglas, lo cual no sucede con los animales, no se les podría exigir un determinado 
comportamiento, ni siquiera frente a otro animal, ya que sus normas son naturales y distintas  a 
las leyes humanas. 
Lo esencial según ellos, es reconocer la “responsabilidad moral para con los animales, de la 
misma manera que para con los niños y para las personas que no sean capaces de responder por sí 
mismas. El principio ético de reverencia por la vida exige que el hombre proteja a sus criaturas 
amigas.”31 
Esta teórica ha sido la más relevante y determinante para el actual movimiento animalista y los 
diversos textos normativos que se han promulgado a nivel internacional, puesto que ver a los 
animales como seres vivos semejantes a nosotros, que pueden sentir dolor frente el hambre, los 
maltratos o la enfermedad, que memorizan los actos que les hace sufrir y que pueden 
comunicarse con nosotros por los medios que estén a su alcance, les otorga un lugar igualitario a 
los animales frente a los animales y les hace sujetos titulares de derechos, por cuanto  el maltrato 
o el abandono romperían con el orden de situaciones iguales.  
2.4.1.3.2. De una perspectiva antropocéntrica a una biocéntrica. 
Una visión biocéntrica del mundo, esto es, concebir la vida como el centro y el orden de todo lo 
existente, deja  a un lado la tradicional visión antroponcéntrica del mundo, que considera el 
hombre como el centro del mundo y la naturaleza como una simple periferia. 
Una visión del mundo como esta, dejaría al ser humano y a los animales como una unidad que 
compone un todo llamado naturaleza, es decir, el hombre no sería el único ser con dignidad y 
derechos, sino que todo aquello que conforma el organismo vivo debería estar en una estrecha 
relación de correspondencia. 
No obstante, se debe aclarar que “en esta controversia suele olvidarse que los puntos de vista 
antropocéntricos y biocéntricos no son siempre antagónicos y que, en versión moderada, estas 
dos teorías pueden coexistir perfectamente. El hombre puede –de acuerdo con el pensamiento 
                                                          
31LACADENA, Juan Ramón y otros. Los Derechos de los Animales. Madrid, España: 2002, Universidad 
Pontificia ICAI ICADE COMILLAS, P. 34. 
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biocéntrico- participar de una serie de afinidades con otros seres de la naturaleza, y, al mismo 
tiempo, ocupar –tal y como postula la doctrina antropocéntrica- un lugar privilegiado en ella, 
ostentar, por así decirlo, el trono de la creación.”32 
La cultura más cercana a la concepción unitaria de la vida, es la oriental por encima de la visión 
occidental. 
Concepción que de seguro se relaciona estrechamente con  el derecho animal, ya que si se 
considera al animal como un ser similar al hombre, y que hacen parte de una misma realidad, de 
un mismo dios y de una misma realidad, les permite  ser susceptibles de ser respetados y amados 
por los hombres. 
Una magistral exposición doctrinal de las teorías que rigen las relaciones entre hombres y 
animales es la expuesta por Diego López Medina, en su ensayo titulado “El cambio dogmático-
jurídico como respuesta al cambio social: la labor del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional en la reconsideración del estatuto jurídico de los animales en Colombia”, cuya 
finalidad, es precisamente realizar un diagnóstico de los cambios jurisprudenciales, las teorías 
que se han desarrollado entorno a la relación entre el hombre y los animales, como una respuesta 
a  un creciente debate social. 
Llama la atención López medina en advertir que todo el caudal de activismo social, 
investigaciones y publicaciones “no es extraño que sus reclamos se estén desplazando al espacio 
del Derecho constitucional. Este, en ese sentido, es el foro donde la comunidad política 
democrática discute sobre las reglas básicas de su pacto social, sobre quiénes son miembros 
relevantes de ese pacto y cuáles son sus derechos fundamentales.”33 
De este texto se puede resaltar básicamente la conceptualización de las teorías, que puede ser 
expuesta de la forma que se realiza a renglón seguido. 
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La primera clasificación que propone son las teorías tradicionales u ortodoxas, propias de una 
perspectiva antropocéntrica, y las renovadoras o heterodoxas, que responden a la perspectiva 
biocéntrica.  
De las teorías tradicionales u ortodoxas se desprende una serie de perspectivas, que se pueden 
resumir de la siguiente manera: 1. La primera es una teoría de extremo, según la cual los animales 
son cosificados y convertidos en objetos del dominio, uso, y apropiación humana, y como objetos 
de propiedad el ser humano no tiene frente a ellos ni siquiera deberes de cuidado y protección, 
más allá del simple interés de conservación y patrimonio. 2. Otra teoría es la denominada 
conciencia humanitaria o bienestarista, que significa una proyección de la dignidad humana que 
se ve oscurecida por los tratos crueles hacía los animales, matiza la perspectiva cosificadora 
imponiendo unos límites a las peores formas de maltrato a los animales, sin embargo, siguen 
siendo considerados recursos naturales al servicio y beneficio humano. 3. Otra mirada es un 
humanismo sentimental, en virtud del cual, el ser humano sólo prodiga dosis de afecto a un grupo 
determinado de animales, especialmente los domesticados o de compañía, excluyendo a todos los 
demás, y caracterizado principalmente por una antropomorfización o infantilización de los 
mismos, que si bien reciben un trato más cuidadoso de parte del hombre, cobija una postura de 
propiedad y dependencia más arraigada al ser humano, considerados y expuestos igualmente 
como objetos de las decisiones humanas. Estas teorías representan en mayor medida la visión 
imperante de las relaciones entre el hombre y los animales. 
Ahora bien, las teorías renovadoras o heterodoxas, entre las que se destacan las siguientes teorías:  
1. El humanitarismo o bienestarismo, que empieza por reconocimiento de un valor autónomo en 
los animales, análogo o similar al del ser humano, y un interés independiente en su vida y 
bienestar, que exige una protección por parte de los seres humanos. Esta teoría es criticada 
porque da la apariencia que esos deberes son de mera compasión y no constituyen derechos, así 
surge la 2. Una concepción zoocéntrica, basada de un modelo de derechos de los animales, 
entendidos como sujetos y no objetos de la bondad humana, derivados de su propiedad de sentir 
dolor y sufrimiento, y de tener intereses en su propia vida y bienestar; que exige una extensión de 
la comunidad política y moral de los seres humanos y un trato de igual consideración y respeto 
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hacia los animales. A esta concepción le sigue una de 3. Liberacionismo o abolicionismo de los 
animales al yugo humano, basada en unos derechos negativos o de no interferencia, y por último, 
las 4. Perspectivas ecologistas que argumentan que tanto los animales como los seres humanos 
son especies de un mismo ecosistema que hay que preservar. 
Las anteriores teorías representan el común de las concepciones de las personas respecto a su 
relación con los animales, y lo más interesante es que todas se encuentran vigentes en la 
actualidad, así apunta su autor “casi todo el mundo que aboga por alguna mejora –por más 
mínima que sea- en el tratamiento de los animales es superficialmente denominado partidario de 
los derechos de los animales incluso si su visión es puramente bienestarista y antropocéntrica.”34 
2.4.1.3.3. Los animales como fines sí mismos con dignidad intrínseca. Un aporte de la teoría 
de las capacidades a la justiciabilidad de los derechos de los animales. 
Martha C. Nussbaum en su obra “Las fronteras de la justicia” se propuso formular básicamente 
tres problemas que las teorías clásicas contractualistas no resolvieron, ni les es posible dar una 
respuesta, partiendo, a su juicio, de la mejor elaboración de estas teorías realizada por J. Rawls. 
De los tres problemas referidos hace parte, y respecto al tema que ocupa esta investigación, el 
que tiene que ver con las cuestiones de justicia relacionadas con el trato que dispensamos a los 
animales no humanos. 
Su crítica a las teorías contractualistas se fundamenta en que sus premisas descansan en un 
conjunto de individuos racionales que establecen unos acuerdos, sacrificando un derecho propio, 
por un beneficio mutuo, situación que excluye a los seres que no tienen la capacidad de participar 
en la elaboración de los principios que rigen las relaciones. 
Para elaborar su teoría, realiza un recorrido por las teorías naturalistas de Aristóteles, las 
Kantianas, y las utilitaristas de diversos pensadores como J. Bentham, P. Singer, J. S. Mill, entre 
otros. 
En su criterio, ninguna de las teorías anteriores da una respuesta amplia y con un contenido 
suficiente al problema de la justicia de los derechos de los animales, razón por la cual, su enfoque 
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de las capacidades “proporciona una mejor orientación que otros para la cuestión de los derechos 
de los animales. Al permitir reconocer una amplia variedad de tipos de dignidad animal (y de las 
correspondientes necesidades para su florecimiento).”35 
Así por ejemplo, en las teorías Kantianas la fuente de la dignidad es la razón y la conciencia 
propia, que a su vez, permite la participación en la elaboración del contrato social de los sujetos, 
más o menos, iguales entre quienes se establecen las relaciones de obligación, de las que no 
hacen parte otros seres vivos, como los animales, ante quienes sólo se tendría deberes de 
compasión.  
La evolución de las teorías contractualistas se entiende de esta manera, por cuanto se originaron 
en el contexto de la tradición judeocristiana, cuya perspectiva es una relación de dominio del 
hombre hacía los animales y la naturaleza. 
Las teorías aristotélicas, en cambio, se fundamentaban en la concepción de la naturaleza como un 
conjunto en el que todos los seres vivos merecen respeto y admiración, de donde se desprende el 
reconocimiento de unas funciones de vida que no sean alteradas ni vulneradas. 
Para J. Rawls, la relación con los animales se escapaba de cualquier teoría de la justicia, y sólo 
podía ser tratada desde unos deberes de compasión y de humanidad. 
De entrada, Nussbaum intenta dar una respuesta  a estas teorías clásicas reconociendo las 
capacidades de inteligencia de algunos animales y de establecer relaciones entre especies y con 
los seres humanos, sin embargo, no resulta indispensable que los animales encajen en un tipo de 
contrato social, ya que este status puede ser remplazado si son considerados sujetos de justicia. 
“El territorio de la justicia es el territorio de los derechos básicos. Cuando digo que el maltrato  a 
los animales es injusto, quiero decir no sólo que está mal de nuestra parte que los tratemos así, 
sino que ellos tienen un derecho de índole moral a no ser tratado de ese modo. Es injusto para 
ellos.”36. Los animales son sujetos de justicia por cuanto sufren dolores y privaciones.  
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Paidós, 200, P. 323. 
36 Ibídem, P.332. 
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De las teorías utilitaristas, que son las que paradójicamente más se han acercado al 
reconocimiento del sufrimiento animal como un mal, toma varios aspectos muy importantes, 
como son, su distinción de las teorías contractualitas en no fundir en una cuestión dos preguntas 
diferentes, a saber, quién formula los principios que rigen el conjunto humano y para quién se 
formulan, puesto que “En cuanto entendemos que el fin de la justicia es garantizar una vida digna 
para muchas clases de seres, ¿por qué no iban las personas que elaboran los principios a incluir a 
seres no humanos como sujetos de pleno derecho de los principios que ellas mismas elijan?”37, y 
la importancia que para las teorías utilitaristas tiene la sensibilidad, la maldad del dolor y la 
búsqueda del placer. 
Sin embargo, considera que el enfoque de las capacidades tiene un alcance superior a las teorías 
contractualistas y utilitaristas, “Trasciende el contractualismo en su propio punto de partida: la 
admiración básica que producen los seres vivos y el deseo de que florezcan y de que el mundo 
sea un lugar en que lo hagan precisamente criaturas de muchos tipos. Trasciende el punto de 
partida intuitivo del utilitarismo porque no se interesa únicamente por el placer y el dolor, sino 
también por las formas complejas de vida y su funcionamiento. Desea ver florecer cada cosa 
como la clase de cosa que es.”38 
De esta manera, el enfoque de las capacidades abarca la consideración de ciertos bienes que tiene 
los animales y que por tanto les da el derecho de realizar ese bien que poseen y de no recibir 
daños o impedimos a tal bien. Considerados no sólo evitar sufrir dolores y sufrimientos, sino que 
principalmente el animal no vea truncada su oportunidad de llevar una vida floreciente de 
acuerdo a las múltiples formas de vida y las características propias de su especie.   
El acercamiento a los animales y el reconocimiento del dolor y los sufrimientos que 
experimentan, no se puede realizar sin un conocimiento pormenorizado de sus capacidades y 
nuestra posibilidad imaginativa. 
Es importante aclarar que la identificación que realiza el enfoque de las capacidades no realiza 
atribuciones de menor o mayor importancia, sino que tiene la finalidad de determinar las propias 
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características de bienestar de cada especie y las facultades que pueden verse afectadas, “El nivel 
de la vida en cuestión es relevante, no porque otorgue un valor diferencial de por sí a especies 
distintas, sino porque el tipo y el grado de daño que puede sufrir una criatura varía en función de 
su forma de vida.”39 
Así las cosas, la postura del ser humano no debe ser la del mito de la armonía de la naturaleza en 
la que él no puede intervenir sin afectarla, puesto que la naturaleza no se rige bajo normas 
morales, sino que teniendo en cuenta que es inevitable dejar de intervenir en ella, “lo único que 
cabe preguntarse es de qué forma ha de ser esa intervención. En este sentido, es mucho mejor un 
paternalismo inteligentemente respetuoso que puro y simple entendimiento.”40 
Sobre las capacidades en particular, anota Nussbaum “El núcleo central del enfoque, como hemos 
dicho, es que los animales tienen derecho a una amplia variedad de capacidades de 
funcionamiento, concretamente, a aquellas que son más imprescindibles para llevar una vida 
floreciente y merecedora de la dignidad propia de cada criatura. Los animales tienen derechos 
basados en la justicia.”41, especificados en: la vida, la salud física, la integridad física, sentidos, 
imaginación y pensamiento, emociones, razón práctica, afiliación, otras especies, juego, control 
sobre el entorno propio, son las principales que se resaltan. 
Finalmente, Nussbaum deja el enfoque de las capacidades en el plano político a un proceso de 
consenso progresivo, en el que a partir de una mayor información sobre los animales sea posible 
la adopción de unos principios políticos básicos orientadores de la legislación y las políticas 
públicas sobre animales, y en el ámbito jurídico, llama la atención para que estos principios 
fundamentales de reconocimiento de derechos de dignidad a los animales sean reconocidos en las 
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2.4.1.4. La justicibilidad en un concepto de los derechos sociales fundamentales.  
La cuestión de la justiciabilidad presupone la existencia de un derecho subjetivo o una posición 
jurídica justificada de forma válida y suficiente. Si es importante ser titular de un derecho 
subjetivo, no es menos importante, que ese derecho sea justiciable o exigible judicialmente. 
La justiciabilidad de un derecho debe responder por lo menos tres interrogantes: (i) ¿cómo 
pueden ser reconocidos los derechos de los animales como derechos sociales fundamentales?, (ii) 
¿es posible determinar judicialmente el contenido de los derechos sociales fundamentales?, y (iii) 
¿cómo funcionaría la distribución de las funciones entre el legislativo y la administración de 
justicia respecto a los derechos de los animales? 
La tesis de R. Arango sobre la justiciabilidad es muy completa, comprende tres problemas: uno 
cognoscitivo, uno metodológico y uno funcional.42 
Sus interrogantes tendrán que ser resueltos para determinar en primer orden cómo son exigidos 
judicialmente los derechos de los animales en la actualidad, y cómo serían exigibles adscritos a 
un concepto de los derechos sociales fundamentales.  
El problema cognoscitivo consiste en “¿Cómo reconocer un derecho social fundamental? Se 
trata con este de un problema de interpretación constitucional”43, el metodológico tiene que ver 
con la cuestión si “¿es posible determinar judicialmente el contenido de los derechos sociales 
fundamentales?”44, y el problema funcional “se trata de la repartición adecuada de competencias 
entre el legislativo y la justicia constitucional”45. 
Para resolver el primer interrogante debe estudiarse las condiciones formales y materiales del 
supuesto de hecho para el reconocimiento de derechos sociales fundamentales46, para que sea 
deducible la consecuencia jurídica de la justiciabilidad. 
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En este análisis, debe determinarse el fundamento normativo de los derechos de los animales, y si 
existe la posibilidad de ganarse derechos mediante una interpretación contrafáctica. 
El supuesto de hecho formal de los derechos sociales fundamentales se refiere a una construcción 
interpretativa de diferentes normas que permiten determinar “cuando la falta de reconocimiento 
de una posición jurídica ocasiona sin justificación un daño inminente al individuo, entonces tal 
posición jurídica debe ser reconocida.”47 
Por su parte, las condiciones materiales también exigen el estudio del principio de subsidiariedad, 
ya que “el Estado sólo está obligado a actuar positivamente cuando la persona se encuentra en 
unas circunstancias personales o fácticas que afectan su vida autónoma y digna de manera no 
previsible ni soportable, esto es, si se cumplen las condiciones materiales y formales de los 
derechos sociales fundamentales.”48 
Las condiciones materiales son todas aquellas condiciones de necesidad que afectan o anulan la 
dignidad,  la igualdad, o la libertad, y que demandan una acción fáctica del estado.  
Sin lugar a dudas, las teorías sobre los derechos de los animales aportarán importantes 
argumentos para la justificación de las condiciones formales y materiales.  
De acuerdo a las teorías de la justicia de Rawls o Dworking las capacidades cuentan como 
criterio determinante de las condiciones materiales de los derechos sociales fundamentales, y 
respecto al derecho. 
En esta instancia, deberá resolverse por lo menos tres interrogantes, a saber: (i) si el 
desconocimiento de una determinada posición jurídica reconocida a un animal puede ocasionarle 
un daño inminente, (ii) si encontrándose en un estado de necesidad que afecta su vida o dignidad, 
puede (iii) demandar una determinada actividad del estado en protección de su posición jurídica. 




También, deberá determinarse si los derechos de los animales se basan en normas categóricas o 
hipotéticas, dependiendo que su condición de aplicación esté en su contenido, en el primer caso, 
o no lo esté, en el segundo caso.49 
El supuesto de hecho para los derechos sociales fundamentales puede definirse de la siguiente 
manera “Cuando una persona (individual o colectiva) se encuentra en una situación de 
necesidad y el Estado tiene la posibilidad fáctica de resolverla o mitigarla, pero omite hacerlo, y 
tal omisión amenaza con ocasionar un daño a la persona, entonces ella tiene un derecho prima 
facie a una acción positiva fáctica del Estado.”50 
Será importante determinar si los animales pueden cumplir con el supuesto de hecho para los 
derechos sociales fundamentales, pero sin embargo, esta sólo es una condición necesaria, no 
suficiente, para el reconocimiento del derecho. 
Además, de lo anterior deberá argumentarse la vulneración del derecho por parte del Estado, 
consistente en la omisión de no tratar a un individuo desigualmente de acuerdo a sus condiciones 
fácticas, “cunado la no consideración de criterios de diferenciación relevantes para un trato 
desigual lleva a consecuencias que, a su vez, ocasionan sin justificación algún daño al 
individuo"51 
Finalmente,  “El problema funcional sale a relucir con nitidez en la determinación del contenido 
de los derechos sociales fundamentales, puesto que tales derechos se derivan, por lo general, del 
texto constitucional mediante una interpretación sistemática. El reconocimiento y la exigibilidad 
judicial de los derechos sociales fundamentales significan que importantes posibilidades de 
decisión se sustraen al proceso político de deliberación y disposición legislativas”52 
De lo expuesto anteriormente, es importante resaltar la importancia de determinar si es posible 
establecer el contenido del derecho subjetivo, las reglas para el supuesto de hecho y la omisión 
estatal de dar un trato diferenciado en el caso de los derechos de los animales. 
                                                          





2.4.1.4.1. La cuestión sobre la adscripción de los derechos de los animales a un concepto bien 
elaborado de los derechos subjetivos. 
Dicho concepto fue estudiado a partir de las teorías sobre los derechos subjetivos planteadas por 
H. Kelsen, que los entiende como reflejos de las obligaciones jurídicas, o A. Ross, considerados 
como ficciones con consecuencias jurídicas. 
Se acerca más a la definición propuesta por H. Maurer, para quien el derecho subjetivo es "el 
poder legal reconocido a un sujeto por medio de una norma legal, para la persecución de intereses 
propios mediante la exigencia a otro de hacer, permitir u omitir algo"53. 
Según lo anterior, un derecho subjetivo está caracterizado por: "(i) una norma jurídica, (ii) una 
obligación jurídica de un otro derivada en esta norma, y (iii) un poder jurídico para la 
consecución de intereses propios reconocidos al sujeto (es decir, una posición jurídica)."54 
Las razones válidas son aquellas que pueden ganarse con la ayuda de la argumentación jurídica, y 
la argumentación puede ser con la adscripción del derecho subjetivo a una red de enunciados 
normativos. 
Entonces, la posición jurídica será aquella situación normativa constitucional que puede 
imponerse, justificada por razones válidas y suficientes, y cuyo desconocimiento injustificado 
puede ocasionar un daño inminente. 
Esta perspectiva de ganar derechos mediante la argumentación jurídica correcta es propia del 
realismo jurídico, cuyo criterio de validez para la configuración de las normas es la eficacia, lo 
que hace determinantes los hechos sociales; en contraste a una visión positivista de la validez, 
entendida como la adopción de la norma conforme al ordenamiento jurídico. 
Como lo plantea R. Alexy y R. Arango, los derechos fundamentales son derechos subjetivos con 
alto grado de importancia,  y son directamente vinculantes. 
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La importancia de los derechos subjetivos consiste en su incorporación, en forma de normas, 
obligaciones y posiciones jurídicas, en disposiciones Constitucionales. "La incorporación de 
derechos en una Constitución está orientada a reconocer su importancia y darles una mayor 
protección".55 
Pueden ser positivos o negativos, dependiendo si exigen una actividad o abstención estatal, y 
especiales generales si surgen de un título adquisitivo o son meramente categóricos. 
Los derechos sociales fundamentales serán aquellos que tengan la forma de derechos generales 
por los sujetos de la relación, por el sentido lógico y por la fuente del derecho. 
En cuanto a los sujetos, "los derechos generales son universales, es decir, son derechos de titular 
universal y erga omnes,  esto es, vinculan a todas las personas."56, según el sentido lógico "son 
abstractos, es decir, derechos que solamente se dejan determinar en una situación fáctica 
concreta"57, y en cuanto a su fuente son categóricos. 
Si la cuestión planteada es si el derecho de los animales puede adscribirse en el concepto de 
derechos sociales fundamentales, y si los derechos sociales fundamentales son derechos 
subjetivos, entonces, el derecho de los animales deberá ser adscrito también al concepto de 
derechos subjetivos. 
Por último, se plantean los derechos sociales fundamentales como derechos de prestación en 
sentido estrecho, es decir, derechos a una acción positiva del Estado de prestaciones fáctica,  no 
normativas.58 
Este primer problema plantea por lo menos tres interrogantes a resolver, para que posteriormente 
se pueda abordar la cuestión sobre la estructura de los derechos subjetivos, a saber: (i) ¿Cuáles 
son las normas y obligaciones fundamentales  de los derechos de los animales en el ordenamiento 
jurídico interno? (ii) ¿cuál es la posición jurídica de los derechos de los animales?; y (iii) ¿cuál es 
la forma de los derechos de los animales de acuerdo a los derechos subjetivos? 






La tesis de R. Arango se resume en que los derechos sociales fundamentales son concebibles sin 
mayores dificultades como derechos subjetivos.59 
Define los derechos subjetivos como posiciones jurídicas para las cuales es posible dar razones 
válidas y suficientes y cuyo no reconocimiento injustificado ocasiona un daño inminente a su 
titular.  
Para la existencia de un derecho subjetivo se presuponen, por lo menos, una norma, una 
obligación y una posición jurídicas fundamentales, porque deben corresponder a una 
interpretación sistemática de las disposiciones constitucionales. 
Si existe una norma, entonces existe una obligación, pero además, se requiere de una posición 
jurídica. 
Define la posición jurídica como aquella que debe ser reconocida y protegida a un sujeto en un 
ordenamiento jurídico (i) fundamentada en razones válidas y suficientes y (ii) la que cuyo no 
reconocimiento injustificado ocasiona un daño inminente al sujeto del derecho.60 
De los conceptos expuestos necesariamente se concluye que, si es posible un concepto de 
derechos subjetivos de los animales, entonces, los derechos de los animales debe estar 
predispuesto en, por lo menos, una norma y obligación jurídicas fundamentales, y por 
consiguiente, debe tener los argumentos jurídicos y filosóficos para poder fundamentar las 
razones válidas y suficientes de esta posición y el riesgo que cuyo no reconocimiento ocasiones 
un daño al titular del derecho.  
Para este fin, es necesario realizar una actividad de recopilación y valoración de las normas y 
obligaciones vigentes en el ordenamiento jurídico interno; también, es posible que se puedan 
ganar normas y obligaciones por medio de la interpretación de normas adscritas como lo propone 
R. Arango. 
La forma de los derechos subjetivos no es tan importante como su contenido, sin embargo, 
también representa una exigencia metodológica y conceptual importante, ya que plantea 
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diferentes interrogantes para los derechos de los animales, como la titularidad del derecho, que es 
el tema que genera mayor discusión jurídica,  así como el objeto del derecho y el (los) obligado 
(s).  
Se plantea también si son derechos positivos o negativos, dependiendo de la prestación que le 
corresponda al obligado. 
Generales o específicos, dependiendo de los sujetos de la relación, de sentido lógico y  la fuente 
del derecho. 
2.4.1.4.2. La cuestión de si los derechos de los animales pueden hacer parte de la 
estructura de los derechos sociales fundamentales: 
Este segundo problema plantea tres interrogantes a resolver, para que posteriormente se pueda 
abordar la cuestión sobre la justiciabilidad de los derechos sociales fundamentales, a saber: (i) 
¿los animales son titulares de derechos subjetivos? (ii) ¿cuál (es) es (son) el (los) obligado (s) de 
los derechos de los animales?; y (iii) ¿cuál es el objeto los derechos de los animales? 
En la obra ibídem de R. Arango, se aborda minuciosamente el tema de la estructura de los 
derechos sociales fundamentales. 
Es la misma estructura la que plantea importantes dificultades conceptuales para la adscripción de 
los derechos de los animales en un concepto de los derechos sociales fundamentales. 
En la primera cuestión, relativa al portador o titular del derecho subjetivo, se plantea si los 
derechos de los animales pueden ser un derecho individual, en cuanto tal, o un colectivo de 
individuos, o una meta política; así mismo, se plantea si se trata de un derecho de todos, de los 
ciudadanos o de una clase. 
El mayor desafío metodológico y conceptual para la adscripción  de los derechos de los animales 
al concepto de los derechos sociales fundamentales se encuentra en la cuestión sobre la 
titularidad del derecho subjetivo. 
Como lo plantea R. Alexy y R. Dworking, “los derechos colectivos pueden ser justificados más 
fácilmente que los individuales desde una concepción no deóntica, porque apuntan a la 
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protección del colectivo como un todo y no a la protección de cada uno de sus miembros 
individualmente considerados.”61 
El grupo de individuos puede ser clasificado en colectividades abiertas y determinadas o 
colectividades cerradas e indeterminadas; sólo en el primer caso es posible hablar de derechos 
colectivos. 
Las colectividades abiertas y determinadas son aquellas en las que los individuos son reconocidos 
individualmente pero su derecho sólo puede ser ejercido colectivamente, en ambos casos, el bien 
obtenido no es de carácter distributivo. 
Ubicar a los animales como individuos o colectivo de individuos es determinante para el 
contenido de su derecho subjetivo y su justiciabilidad o exigencia judicial. 
Sin embargo, la ubicación de un individuo en un colectivo abierto indeterminado es un criterio 
necesario pero no suficiente para el reconocimiento de los derechos sociales fundamentales. 
Ahora, en cuanto al (los) obligado (s) de los derechos sociales fundamentales, considera R. 
Arango que es exclusivamente el Estado, ya que si se extiende a los particulares sería 
desproporcionado. 
Se plantea un razonamiento muy interesante que consiste en si los derechos sociales humanos, 
cuyo obligado es una universalidad, se transforman en derechos sociales fundamentales por 
razones pragmáticas, esto es, con el fin que el obligado primario sea el Estado y su justiciabilidad 
sea eficaz; entonces, puede plantearse que si los derechos de los animales, que también son 
universales -como los derechos humanos- también deben transformarse en derechos sociales 
fundamentales. 
Para mayor concreción, es importante aclarar el Estado a través de cuál rama del poder público se 
obliga directamente, R. Arango considera que es la judicial debido a que estos derechos no deben 
estar sujetos a una regulación del legislador, aunque si presuponen la existencia de una norma 
fundamental. 
                                                          
61Ibídem, P.75 
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Los derechos sociales fundamentales se caracterizan por exigen una menor intervención del 
legislador y una mayor actividad de la administración de justicia, que puede aplicar disposiciones 
de derechos fundamentales así no estén expresamente consagradas, sino mediante normas 
adscritas por interpretación. 
En último orden, se analiza el objeto de los derechos sociales fundamentales. 
R. Arango argumenta que el objeto de los derechos sociales fundamentales son únicamente las 
acciones positivas fácticas del estado, es decir, no tiene en cuenta acciones negativas ni 
normativas. 
Esta tesis abre muchas posibilidades para los derechos de los animales, ya que no limita los 
derechos sociales fundamentales a un ámbito exclusivo de configuración del legislador sino a una 
realidad fáctica que debe alcanzarse, siempre y cuando esté bien justificada.  
Para concluir, la estructura de los derechos sociales fundamentales presenta  importantes 
exigencias para que permita la adscripción  de los derechos de los animales, pero a su vez, 
también ofrece diferentes posibilidades que deben ser debidamente analizadas. 
La definición abordada, plantea cuatro posibilidades:"1) de un derecho del individuo a exigir del 
Estado una acción positiva fáctica; 2) del derecho de un grupo a exigir del Estado una acción 
positiva fáctica; 3) de un derecho del individuo a exigir de particulares una acción positiva 
fáctica, y 4) del derecho de un grupo a exigir de particulares una acción positiva fáctica."62 
La confrontación de la doctrina sobre los derechos de los animales con la normatividad vigentes y 
la jurisprudencia, permitirá conocer nuevas perspectivas para la estructura de los derechos de los 
animales, lo cual, será determinante la su exigencia judicial o justiciabilidad.  
Debe distinguirse entre la titularidad del derecho subjetivo y su ejercicio, como lo plantea 
también H. Kelsen y C. Wellman. 
 
 




VALIDACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN. 
 
3. TRIANGULACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN. 
 
3.1. EXPOSICIÓN  DE LOS VALORES. 
 
Los valores confrontados, entendidos como los conceptos que se confrontaron para hallar 
patrones de convergencia, son: (1) la posición jurídica de los derechos de los animales en el 
ordenamiento jurídico constitucional; (2) su justiciabilidad; y su (3) compatibilidad con los 
conceptos de derechos colectivos y derechos sociales fundamentales. 
 
3.1.1. VALOR No. 1. la posición jurídica de los derechos de los animales en el 
ordenamiento jurídico constitucional. 
Una interpretación sistemática, finalista y axiológica de la Constitución, realizada a través de la 
jurisprudencia constitucional, permite establecer que los derechos de los animales ostentan un 
alto grado de importancia en el ordenamiento jurídico. 
La Constitución Política al incorporar principios y valores medioambientales relevantes, puede 
ser interpretada recepcionando e incorporando  el cambio social que se ha generado en la relación 
entre el ser humano y los animales. 
 
3.1.2. VALOR No. 2. Justicibilidad. 
La justiciabilidad de los derechos de los animales se traduce en la posibilidad de la determinación 
de su contenido y reconocimiento  en el ordenamiento jurídico constitucional, legal y en las 
políticas públicas. 
 74 
El contenido de los derechos puede ser determinado desde el enfoque de las capacidades, según 
el cual, los animales tienen unos derechos básicos basados en la justicia, derivados de su dignidad 
propia de seres vivos capaces de relacionarse con el ser humano, ser sensibles, inteligentes,  y con 
la oportunidad de llevar una vida floreciente y merecedora de dignidad; y desde la argumentación 
de los derechos subjetivos, que son aquellas posiciones jurídicas para las cuales es posible dar 
razones válidas y suficientes, y cuyo no reconocimiento ocasiona un daño a su titular. 
La justiciabilidad es el criterio que distingue los deberes de las obligaciones de protección. 
 
3.1.3. VALOR No. 3. Compatibilidad con los conceptos de derechos colectivos y derechos 
sociales fundamentales. 
Mientras los derechos colectivos generan deberes negativos o de abstención, de protección, cuido 
o compasión, los derechos sociales fundamentales, en cambio, están basados en derechos 
subjetivos que generan obligaciones.  
 
3.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA. 
El contexto jurídico de los derechos de los animales en Colombia no está definido. En primera 
medida, porque la Constitución Política no contiene una cláusula que expresamente reconozca 
derechos autónomos e independientes a los animales, sino que los considera parte del género de 
los derechos colectivos, ante los cuales se tienen sólo deberes de protección y su justiciabilidad 
no es directa. 
Una interpretación sistemática y finalista de las disposiciones constitucionales puede concluirse 
la atribución de un alto grado de importancia al medio ambiente y la biodiversidad, pero dentro 
del género de los derechos colectivos, la importancia de la protección del medio ambiente y los 
animales en el derecho internacional, la legislación, por su parte, si bien ha sido progresiva, 
responde a la consideración de los animales como derechos colectivos, generando sólo deberes de 
abstención u obligaciones negativas, además, se identifican obstáculos de tipo institucional, 
procedimental, y de  exigibilidad para la protección de los animales. 
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Los instrumentos internacionales están concebidos desde la perspectiva biocéntrica del medio 
ambiente y la biodiversidad, de manera que valoran a los animales como fines en sí mismos por 
su condición de seres vivos, que pueden sentir, recordar y sufrir. 
La legislación colombiana está dispuesta para proteger a los animales como seres sentientes, a no 
considerarlos más como cosas, y sancionar todo tipo de daño que se les cause a su visa, 
integridad física y emocional. Al hablar de la subjetividad jurídica de los animales, se hace 
conveniente acudir al concepto de derecho subjetivo expuesto por R. Arango, entendido como la 
posición jurídica para la cual es posible dar razones válidas y suficientes, y cuyo no 
reconocimiento ocasiona un daño a su titular. Si los derechos de los animales son considerados 
derechos subjetivos, entonces no hay razón para que sigan siendo parte de la lista de derechos 
colectivos, sino que podrían ser adscritos a los derechos sociales fundamentales, que según el 
mismo tratadista, además de ser derechos subjetivos, exigen prestaciones fácticas positivas a 
cargo del estado, exigiendo para su goce una menor intervención del legislativo y una mayor del 
judicial, que puede aplicar disposiciones en derecho por vía de interpretación. 
El avance progresivo en la modificación legislativa es muy importante, pues si bien admite la 
crítica que manifiesta una perspectiva bienestarista, basada en unos deberes de compasión y unas 
obligaciones negativas o de abstención frente a los animales, es legislación que incorpora un 
concepto más respetuoso y protector de los animales. 
También, es necesario reiterar que las instituciones y procedimientos dispuestos para la 
protección animal no son tan efectivos como significa el avance introduce por esta legislación, 
motivo por el cual se corre el riego de que si no se articulan debidamente la nueva consideración 
de los animales con unos mecanismos de protección eficaces, puede que esa norma se quede en el 
papel, y la situación de desprotección de los animales continúe.  
El concepto de la justiciabilidad busca determinar el contenido de un derecho y su 
reconocimiento. Sobre el contenido de los derechos de los animales es pertinente acudir al 
enfoque de las capacidades expuesto por M. C. Nussbaum, que propone que el trato a los 
animales sea en términos justicia, porque sufren dolores y privaciones. Esta concepción ha venido 
tomando lugar en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado. 
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De esta manera, el enfoque de las capacidades abarca la consideración de ciertos bienes que tiene 
los animales y que por tanto les da el derecho de realizar ese bien que poseen y de no recibir 
daños o impedimos a tal bien. Considerados no sólo evitar sufrir dolores y sufrimientos, sino que 
principalmente el animal no vea truncada su oportunidad de llevar una vida floreciente de 
acuerdo a las múltiples formas de vida y las características propias de su especie.   
Sobre las capacidades en particular, anota Nussbaum su núcleo central consiste en que los 
animales tienen derecho a una amplia variedad de capacidades de funcionamiento, 
concretamente, a aquellas que son más imprescindibles para llevar una vida floreciente y 
merecedora de la dignidad propia de cada criatura, especificados en: la vida, la salud física, la 
integridad física, sentidos, imaginación y pensamiento, emociones, razón práctica, afiliación, 
otras especies, juego, control sobre el entorno propio, son las principales que se resaltan. 
Finalmente, Nussbaum deja el enfoque de las capacidades en el plano político a un proceso de 
consenso progresivo, en el que a partir de una mayor información sobre los animales sea posible 
la adopción de unos principios políticos básicos orientadores de la legislación y las políticas 
públicas sobre animales, y en el ámbito jurídico, llama la atención para que estos principios 
fundamentales de reconocimiento de derechos de dignidad a los animales sean reconocidos en las 
constituciones o textos fundamentales. 
 
Un concepto de los derechos sociales fundamentales, entendido como la posición jurídica  de un 
sujeto para exigir del Estado acciones fácticas positivas, enmarcado en un concepto bien 
elaborado de los derechos subjetivos como posiciones jurídicas para las cuales es posible dar 
razones válidas y suficientes y cuyo no reconocimiento injustificado ocasiona un daño inminente 
a su titular, como lo plantea Rodolfo Arango, exige una interpretación sistemática e integral de 
las disposiciones constitucionales y una elaborada argumentación filosófica sobre los derechos de 
los animales. 
Un análisis importante sobre la innovación dogmática de la jurisprudencia de las altas cortes 
como respuesta a los cambios sociales, fue realizado por el jurista Diego López Medina, en su 
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ensayo sobre “El cambio dogmático-jurídico como respuesta al cambio social: la labor del 
Consejo de Estado y de la Corte Constitucional en la reconsideración del estatuto jurídico de los 
animales en Colombia.” También plantea dos posibilidades para atender la agenda 
medioambiental en la que se tiene en cuenta el cambio en las relaciones con los animales, por 
medio de la creación de derecho en sede judicial con base en la interpretación de la denominada 
“constitución ecológica”, o por medio de los órganos competentes para introducir estas nuevas 
perspectivas. 
La Constitución Política, contiene una serie de normas en la forma de principios y valores sobre 
la protección y el cuidado del medio ambiente y la biodiversidad. El concepto de medio ambiente 
y biodiversidad comprende a los animales como seres vivos que se relacionan con el ser humano 
y todo el entorno. 
Si bien es posible determinar que, de una interpretación sistemática y finalista de las 
disposiciones constitucionales puede concluirse la atribución de un alto grado de importancia al 
medio ambiente y la biodiversidad, sólo es dentro del género de los derechos colectivos, frente a 
los cuales sólo existen deberes de protección o garantía de los derechos humanos fundamentales 
por conexidad de derechos autónomos. 
Un análisis normativo permite determinar que existe una contradicción entre las normas 
internacionales sobre los derechos de los animales y las normas constitucionales, pues mientras 
las primeras reconocen subjetividad jurídica a los animales, las segundas los incluye en el género 
de los derechos colectivos, frente a los cuales sólo existen deberes de protección, o que se pueden 
tornar fundamentales exclusivamente cuando su vulneración acarrea -por conexidad- la violación 
de derechos humanos de importancia mayor para su titular. 
El resultado arrojado por la confrontación de los conceptos de los derechos de los animales y los 
derechos sociales fundamentales permitió determinar que si bien los derechos de los animales 
ostentan una posición iusfundamental en nuestro ordenamiento jurídico, son sujetos de derechos 
y bajo estrictas circunstancias sus derechos podrían ser considerados derechos sociales 
fundamentales, su exigibilidad judicial, que es independiente pero necesaria para su efectividad, 
presenta serios vacíos normativos, procedimentales e institucionales. Por esta razón, los derechos 
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de los animales continúan tornándose derechos colectivos que manan meros deberes de 
protección y cuya efectividad es casi nula.  
Se puede determinar que existe una inequivalencia entre el alto grado de importancia que la 
Constitución Política de Colombia de 1991 le otorgó a los derechos de los animales y su 
justiciabilidad, debido principalmente a la ausencia de una norma constitucional que aclare el 
contenido de estos derechos, en la manera de objetos o sujetos de derechos; también se debe a la 
temerosa interpretación constitucional que no ha fijado un criterio determinado sobre el 
contenido y el alcance de los derechos, y finalmente a los usuales obstáculos institucionales, 
políticos y económicos que se presentan en las sociedades no organizadas. 
Se presenta una incoherencia en la jurisprudencia, entre la conceptualización de los derechos de 
los animales y su justiciabilidad, justificada en cierta manera, por un vacío constitucional sobre la 
subjetividad jurídica a la manera de obligaciones de protección iusfundamentales a favor del 
medio ambiente y la biodiversidad, en especial los animales, un esfuerzo interpretativo judicial 
temeroso por ausencia de un procedimiento jurisprudencial reglado, y los usuales obstáculos 
políticos y económicos que impiden la adopción de una perspectiva más acorde con la 
Constitución y el Estado Social de Derecho.  
La adscripción de los derechos de los animales al concepto de los derechos sociales 
fundamentales es compatible con el Estado Constitucional y Social de Derecho, porque busca su 
mayor realización dentro de los límites fácticos y jurídicos, y cumple con los principios y valores 
que irradian la carta política.  
 
3.3. SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 
La justiciabilidad de los derechos de los animales se refiere a la posibilidad de establecer su 
contenido y su reconocimiento para ser protegidos. 
En cuanto al contenido de los derechos, el principal aporte se toma del enfoque de las 
capacidades de M. C. Nussbaum, según el cual nuestra relación con los animales debe ser en el 
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ámbito de la justicia, que a su vez, es el terreno de los derechos básicos. Las capacidades de los 
animales no sólo se refiere a evitar el sufrimiento y el dolor, sino que principalmente el animal no 
vea truncada su oportunidad de llevar una vida floreciente de acuerdo a las múltiples formas de 
vida y las características propias de su especie. Este enfoque abarca dimensiones más amplias que 
los avances de las teorías contractualistas y utilitaristas, considerando a los animales como seres 
vivos con dignidad propia con capacidades similares a las de los seres humanos, como la 
inteligencia, la memoria, la comunicación, la facultad de relacionarse, entre otras. 
Sobre las capacidades en particular, que podrían ser la misma razón del contenido de los derechos 
de los animales, del enfoque de las capacidades, pueden tomarse por lo menos: la vida, la salud 
física, la integridad física, sentidos, imaginación y pensamiento, emociones, razón práctica, 
afiliación, otras especies, juego, control sobre el entorno propio, son las principales que se 
resaltan. 
La misma autora, dejó el enfoque de las capacidades para el plano político a un proceso de 
consenso progresivo, en el que a partir de una mayor información sobre los animales sea posible 
la adopción de unos principios políticos básicos orientadores de la legislación y las políticas 
públicas sobre animales, y en el ámbito jurídico, en que estos principios fundamentales de 
reconocimiento de derechos de dignidad a los animales sean reconocidos en las constituciones o 
textos fundamentales. 
Se encontró que en este punto existe una concordancia en lo referente a la creación de los 
derechos y el desarrollo de los principios constitucionales de las teorías expuestas por D. López, 
R. Dworking y R. Alexy. Pues mientras Nussbaum expone que los principios de justicia básica 
que contienen las capacidades de los animales deben ser acogidos por los textos fundamentales o 
constituciones, D. López expone dos posibilidades para recepcionar e incorporar los cambios 
sociales referentes a las nuevas relaciones entre los hombres y los animales, que podría en 
primera instancia, la creación de derecho mediante los procedimientos y órganos competentes 
para tal fin, que se refiere al constituyente primario o la facultad de modificar la constitución, y 
en segunda medida, la facultad que tiene el órgano judicial de reinterpretar las disposiciones 
medioambientales ajustándolas a las nuevas demandas y perspectivas sociales sobre los derechos 
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de los animales; y finalmente, de R. Dworking y R. Alexy, sobre el particular, puede decirse que 
si existe la posibilidad que los principios sobre la dignidad de los animales puede traducirse a 
través de una teoría de la argumentación jurídica podría conllevar a decisiones judiciales 
racionalmente válidas. 
Otro aporte al contenido de los derechos de los animales, es el realizado por R. Arango en su 
elaboración de un concepto de los derechos sociales fundamentales, para los cuales se presupone 
que debe existir un derecho subjetivo, entendido como la posición jurídica para la cual es posible 
dar razones válidas y suficientes, y cuyo no reconocimiento ocasiona un daño a su titular. Los 
derechos subjetivos de los animales pueden sustentarse tanto desde su posición jurídica, como a 
partir de una interpretación contrafáctica, en virtud de la cual, el Estado, teniendo una obligación 
positiva o negativa que omite realizar puede ocasionarle un daño a su titular, razón  por la cual, se 
debe proteger el bien jurídico, es decir, que en determinadas circunstancias su no reconocimiento 
puede ocasionar un daño inminente  a su titular  y por tanto debe ser reconocida. 
Ahora bien, respecto a la posición jurídica de los animales, esta se determina a partir de por lo 
menos un enunciado normativo o red de enunciados por vía de interpretación. Los enunciados 
normativos sobre derechos de los animales, es ambivalente y no muy amplio. 
Su ambivalencia radica en que en la Constitución política los animales hacen parte del género de 
los derechos colectivos que cobija los derechos al medio ambiente y la biodiversidad, entonces, 
esta perspectiva pone a los animales como objetos de deberes de compasión y cuidado humano y 
no como sujetos de derechos autónomos e independientes; esta misma concepción se ha fijado en 
la legislación que progresivamente ha avanzado en la protección de los animales, ya que si bien 
considera a los animales ya no como cosas, sino como seres sentientes, a los que se le tutela su 
vida, integridad física y emocional, deja al ser humano en terreno de los deberes. 
En los textos legales se establecen diferentes enunciados que indican el contenido de sus 
derechos, como no a ser maltratados ni sufrir experiencias angustiantes o dolorosas; y las normas 
internacionales, a pesar de su inaplicabilidad en el ordenamiento jurídico interno, mandan un 
trato igualitario de las especies animales, e indican prestaciones positivas, como protegerlos, 
respetarlos, poner a su disposición el conocimiento humano, proveerles los cuidados y las 
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condiciones  mínimas para una existencia condiciones naturales de dignidad y libertad, y también 
prestaciones negativas, como no alterar su hábitat natural, no ocasionarles sufrimiento, ni 
someterlos a tratos crueles. 
Las normas internacionales además consagran derechos autónomos e independientes de los 
animales, como a ser libres, iguales, a no ser maltratados, ni soportar sufrimientos innecesarios, 
experiencias traumáticas ni muertes dolorosas. 
Pero de otra parte, la interpretación sistemática, axiológica y finalista que ha realizado la Corte 
Constitucional de la llamada “constitución ecológica”, permite con concluir que el medio 
ambiente y la biodiversidad ostenta un alto grado de importancia en el ordenamiento jurídico; 
esto es, de los principios constitucionales puede derivarse una interpretación cada vez más 
abarcadora y garantista de los derechos de los animales que permita un acoplamiento del cambio 
social que demanda una nueva relación entre el ser humano y los animales.  
En cuanto al reconocimiento de los derechos de los animales, ya se adelantó que puede ser, tanto 
a través de una reforma o modificación constitucional, como a través de la determinación de un 
precedente jurisprudencial que reinterprete los principios sobre el medio ambiente y la 
biodiversidad y le otorgue dignidad propia a los animales. 
Sobre este último aspecto recae principalmente la posibilidad de reconocimiento de los derechos 
de los animales, ya que si es posible una argumentación jurídica del contenido de los derechos, es 
más probable que entonces puedan ser reconocidos judicialmente y a través de legislación y 
políticas públicas.  
La relevancia de la justiciabilidad para los derechos de los animales radica en que es un criterio 
de identificación de la efectividad de la protección de los derechos, pues de nada sirve tener un 
derecho si no puede al menos exigirse, ni ser por consiguiente ser protegido. 
Sobre este aspecto, es importante el aporte de F. S. Yarza que distingue, a partir la justiciabilidad 
entre deberes y obligaciones de protección, ya que mientras los deberes implican sólo unas 
prestaciones negativas o de abstención, las obligaciones demandan el pleno reconocimiento de 
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los contenidos de un derecho, que puede ser de prestaciones positivas o negativas, y que implica 
por consiguiente, la existen de un derecho subjetivo.  
La distinción entre deberes y obligaciones de protección, que implican derechos subjetivos que 
deben ser reconocidos, es la razón fundamental por la cual el concepto de los derechos de los 
animales no resulta compatible con el concepto de derechos colectivos, toda vez que, tienen un 
ámbito de justiciabilidad más reducido, frente a los cuales sólo se tienen deberes de protección, o 
prestaciones negativas o de abstención, y que en el caso de los animales se traduce en deberes de 
compasión y cuidado. 
También se demuestra que existe una contradicción entre la posición jurídica de los derechos de 
los animales en el ordenamiento jurídico constitucional  y su justiciabilidad; ya que, mientras la 
primera indica que los derechos de los animales son de alto grado de importancia y deben ser 
realizados en  la mayor medida de las posibilidades jurídicas y fácticas, demandando prestaciones 
positivas concretas a cargo del Estado, la segunda, por oposición, refleja que no se cuenta con las 
instituciones, procedimientos y normas acordes para su efectividad. 
Los derechos de los animales son individuales y no colectivos. La individualidad está 
estrechamente relacionada con la posición jurídica iusfundamental para la cual es posible dar 
razones válidas y suficientes y cuyo no reconocimiento ocasiona un daño inminente a su titular. 
Los derechos de los animales no se refieren a la colectividad, es decir, el beneficio del grupo, 
sino de los animales concebidos individualmente porque su goce es individual. 
En cambio, de llegar a ser posible que los derechos de los animales sean adscritos a un concepto 
de los derechos sociales fundamentales, que demandan prestaciones positivas y negativas fácticas 
generales a cargo del Estado y presuponen la existencia de un derecho subjetivo y una posición 
jurídica iusfundamental, resultan ser más justiciables.  
Respecto a la posibilidad de adscripción de los derechos de los animales a un concepto de los 
derechos sociales fundamentales, se plantearon diversos problemas de acuerdo a la ruta seguida 
por R. Arango en su obra.  
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El problema planteado inicialmente debía ser resuelto con la respuesta a  la cuestión sobre la 
adscripción de los derechos de los animales a un concepto bien elaborado de los derechos 
subjetivos. La forma de los derechos de los animales puede ser ajustada a la forma de los 
derechos fundamentales, a saber: generales, abstractos y categóricos; en otras palabras, derechos 
que vinculan a todos y que sólo se pueden concretar en situaciones fácticas determinadas. Los 
derechos sociales fundamentales ordenan prestaciones positivas a cargo del Estado, y no sólo 
negativas. Desde una perspectiva antropocéntrica, los derechos de los animales son derechos 
colectivos frente a los cuales sólo existen deberes de protección, es decir, prestaciones negativas, 
de abstención o cuidado. Esta mirada es propia de una interpretación formal y literal del texto 
constitucional. Una visión biocéntrica, por su parte, demuestra que por sus condiciones y bajo 
ciertas circunstancias los animales son titulares de derechos autónomos frente a los cuales el 
Estado tiene a cargo prestaciones positivas. 
El fundamento filosófico de los derechos de los animales permite determinar que son seres vivos 
con una finalidad, con dignidad propia, sentientes, comunicativos y memorativos, circunstancias 
y capacidades que les otorgan derechos autónomos y no meros deberes de protección. 
Para la justiciabilidad de los derechos sociales fundamentales se dijo que debían resolverse los 
problemas: cognoscitivo, metodológico y funcional. 
El cognoscitivo depende de la posibilidad del reconocimiento de un derecho a partir de las 
condiciones formales y materiales. Las condiciones formales demuestran que en el ordenamiento 
jurídico constitucional los animales ocupan una posición iusfundamental, y las materiales 
deberán ser determinadas en cada caso concreto, según la reducción de los derechos mínimos 
como la vida, dignidad, la salud o la integridad física o emocional de los animales. En suma, es 
posible en determinados casos el reconocimiento de un derecho subjetivo a los animales. 
En un caso hipotético deberá determinarse si se reúne el supuesto de hecho para el 
reconocimiento de los derechos, al igual que su contenido, que es el presupuesto del problema 
metodológico de la justiciabilidad, cuando los criterios de diferenciación, que son amplios en los 
animales respecto al ser humano, que exigen un trato desigual por parte del estado.  
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Por último, el problema funcional sobre la repartición de las competencias entre el legislativo y la 
administración de justicia, debe resolverse con que los derechos fundamentales derivados del 
ordenamiento jurídico constitucional son de aplicación inmediata y requieren de una intervención 
menor del legislativo. 
En suma, determinar el reconocimiento y su contenido de un derecho a los animales, del tipo de 
los derechos sociales fundamentales, mientras no se realice una reforma constitucional, estará a 
cargo principalmente del órgano judicial, seguido del legislativo y la adopción de políticas 
públicas.  
No obstante, aquí se presentan los mayores obstáculos para los derechos de los animales, toda vez 
que si bien es cierto que para determinar el contenido de un derecho social fundamental no se 
necesita de la determinación del legislador, también lo es que, debe existir una regulación, así sea 
mínima, para su exigencia judicial, que permite distribuir las competencias y determinar los 
procedimientos para su efectividad. El ordenamiento jurídico nacional carece de este tipo de 
regulación, es decir, existe un obstáculo normativo, pero también institucional y procedimental 
porque tampoco se cuentan con las instituciones y los procedimientos regulados para hacer 
efectivos los derechos de los animales. 
Los derechos de los animales podrían ser adscritos  al concepto de los derechos sociales 
fundamentales, primero porque hacen parte del universo de los derechos subjetivos, y segundo, 
bajo ciertas circunstancias muy bien delimitadas, y debidamente argumentadas en casos 
específicos. 
Ahora, la titularidad de los derechos es independiente de su exigencia, pero son necesariamente 
complementarias; ya que si no existe un derecho no se puede exigir, y si existe un derecho que no 
puede exigirse es como si no existiera. 
Por tanto, que los derechos de los animales no sean efectivamente justiciables no quiere decir que 
no existan, sino que existen ciertos obstáculos que deben ser derribados. 
Se logró determinar, además, que existen obstáculos institucionales, normativos y 
procedimentales para justiciabilidad o exigibilidad judicial de los derechos de los animales, 
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derivadas de un marco constitucional y legal que no corresponde a la posición iusfundamental 
que les otorga la Constitución Política por vía de una interpretación sistemática, finalista y 
axiológica.  
En todo caso, cada vez hay más razones para argumentar que los derechos de los animales deben 
ser del ámbito de la justicia, y que es posible llegar  a un consenso social sobre el reconocimiento 
de unos derechos subjetivos básicos de los animales. 
Igualmente, es importante resaltar en este trabajo de investigación que las relaciones entre el ser 
humano y los animales se están acercando al terreno de la justicia, y más específicamente al de 
los derechos, y el contexto del Estado Social de Derecho y Constitucional, que están cimentados 
sobre la base de los principios, valores y derechos, parece ser el ambiente propicio para que los 
cambios sociales continúen generando nuevas interpretaciones.  
Los cambios sociales pueden ser entendidos a partir del surgimiento de una serie de perspectivas 
que reflexionan en la actualidad sobre la relación entre el ser humano, la naturaleza y los 
animales, y que en todo caso, buscan establecer consensos sobre un trato más respetuoso y 













 Se cumplió satisfactoriamente con el propósito de este trabajo de investigación, que fue el 
de estudiar las diversas posibilidades jurídicas, filosóficas, políticas y éticas que plantea las 
relaciones entre el ser humano y los animales. 
 Se consideran valiosos todos los avances logrados hasta ahora en materia de protección y 
cuidado animal, sin embargo, la reflexión jurídica, al igual que realidad latente de maltrato 
y sufrimiento animal, incentiva que el progreso sea continúo y muy bien articulado 
institucionalmente, para que las relaciones entre el ser humano y los animales puedan ser 
más armónicas y consecuentes con la propia dignidad de todos los seres vivos. 
 El enfoque de las capacidades y el concepto de los derechos subjetivos de los tratadistas del 
derecho, trajeron importantes aportes para que, a partir de una mayor información sobre las 
facultades  vitales y sensibles de los animales, se puedan formular posibilidades de cambios 
tangibles en el sistema de principios fundamentales que rige el Estado, trasladando las 
relaciones entre el ser humano y los animales al terreno de la justicia, y más 
específicamente, al de los derechos. 
 El contexto actual, permite ver cambios sociales que pueden ser entendidos a partir del 
surgimiento de una serie de perspectivas que reflexionan sobre la relación entre el ser 
humano, la naturaleza y los animales, y que en todo caso, buscan establecer consensos 
sobre un trato más respetuoso y cuidadoso del medio ambiente y la biodiversidad. 
 El ámbito del Estado Social de Derecho y Constitucional, que están cimentados sobre la 
base de los principios, valores y derechos, parece ser el ambiente propicio para que los 
cambios sociales sobre las relaciones entre el ser humano y los animales continúen 
generando nuevas interpretaciones de los consensos sociales reflejados en el derecho.  
 En el orden internacional se encontraron importantes avances sobre la protección a los 
animales, que irradian el desarrollo de la interpretación constitucional, la legislación y las 
políticas públicas en el país. 
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 Las diferentes perspectivas sobre la relación entre el hombre y los animales, por sí mismas, 
manifiestan un avance en la conciencia medioambiental del ser humano, y muestran la 
necesidad de establecer consensos sociales para determinar nuevos sistemas de valores. 
 En este trabajo se destaca la perspectiva biocéntrica, en virtud de la cual, tanto la naturaleza 
como los animales tienen un dignidad propia, y por consiguiente, una subjetividad jurídica 
que el estado y los ciudadanos están llamados a proteger y preservar.  
 El relacionar los derechos de los animales con los derechos colectivos y los derechos 
sociales fundamentales, se considere viable jurídicamente o no, tuvo la finalidad principal 
de generar una discusión jurídica entorno a la necesidad de salir de una visión tradicional 
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